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INTRODUCCION 

La determinaci6n del régimen jurídico de 
los derechos de los trabajadores del llamado Sector 
Pa raestatal, es sin lugar a dudas, una de las misio 
nes de los que sentimos vocaci6n por el Derecho :: 
del Trabajo, pues por raro que parezca, dicho régi 
men jurídico se encuentra lleno de aparentes cont~ 
dicciones, las que se nos presentan en virtud de 
los intereses sectoriales y de otras naturalezas que 
se traducen en razonamientos doctrinales de engañ2_ 
sos argumentos y verdades aparentes. 

No es posible determinar el mencionado 
régimen jurídico, pese a la disposici6n que de ma­
nera expresa contiene la Fracci6n XXXI del aparta­
do "A" del artículo 123, si".no se hace un análisis, -
como lo hemos hecho, aunque sea breve de la Admi 
nistraci6n Pública,. de la Organizaci6n del Poder _:: 
Ejecutivo y de la Administraci6n Descentralizada -­
del Estado, pues s6lo determinando las cuestiones -
más importantes de estos temas, es posible llegar 
a una caiclusi6n relacionada con los trabajadores -
de la Oescentral izaci6n mencionada. 

Hemos asegurado en el curso del prese_!l 
te trabajo, que son dos las corrientes que se intere 
san en llevar a sus respectivos territorios jurídicos 
las cuestiones laborales que se dan entre las Insti~ 
clones Descentralizadas y sus trabajadores, siendo 
una de ellas sostenida sistemáticamente por el Po­
der Ejecutivo con la indiferencia del Supremo Tribu 
nal del País. La otra posici6n es sostenida por = 



doctrinarios y postulantes que en ejerc1c10 práctico 
de su:profesion,han tenido que atender·asuntos .relati­
vos a los".conflictos. laborales q1.,1e ahora nos preocupan, 
yéndose por el camino que cO'"lduce al apartado "A" 
del artículo 123 y que al propio tiempo que benefi­
cia más al trabajador, es posici6n contradictoria de 
la oficial. 
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CAPITULO 1 

LA ADMINISTRACION PUBLICA 

CONCEPTO DE ADMINISTRACION PUBLICA. 

Desde luego, empecemos por advertir -
que el concepto de Administraci6n Pública no ha si­
do tan fácil determinarlo por los autores, y acaso­
esto significa que pasará mucho tiempo antes de que 
éste sea determinado de manera precisa y en tomo 
de él haya siquiera acuerdo mayoritario por parte -
de los autores, lo cual quedará perfectamente escla 
recido con la exposici6n y análisis de algunos autO: 
res a los que haremos ref eren cía en 1 (neas subse-­
cuentes. 

Según Tn..iepa Urbina (1), se entiende Ad 
ministraci6n Pública al "Conjunto de elementos que 
componen el Poder Ejecutivo, sus funcionarios agen 
tes de 6rganos, sus empleados, así como las fundo 
nes que se les encomiendan a éstos por la real iza= 
ci6n de la fuerza Pública en el orden Administrati-
vo". 

Para Serra Rojas (2), "La Administra--

(1) Trueba Urbina Alberto. "Nuevo Derecho Adminis 
trativo", Pág. 139 

(2) Serra Rojas, Andres. Derecho Administrativo, -
Pág. 45. 
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ci.6n Pública es una organizaci6n que ti.ene a su car 
go la acci.6n cont(nua encaminada a la sati.sfacci.6n 
de las necesidades de interés Público, con elemen­
tos tales como: un personal técnico preparado, un -
patrimonio adecuado y mediante procedimientos ad­
ministrativos id6neos o con el uso, en caso necesa 
rio, de las prerrogativas del Poder PÚbl ico, que = 
aseguren el i.nterés estatal y el de los particulares". 

Hans Kelsen (3), por su parte, conside­
ra que el término Admi.nistraci.6n Pública es dema­
siado general y que el Estado toma a su cargo sol~ 
mente una parte de ella. En efecto: "Solamente una 
parte de la administraci.6n es dirigida por el Estado 
más no el resto, que es llevado por corporaciones 
aut6nomas que cui.dan de cierta tarea admi.rHstrati.va 
pública en lugar del Estado, en gran número de ca­
sos, el Estado se l i.mi.ta a ordenar una materia ad­
ministrativa mediante una Ley, dejando la ejecuci6n 
de la misma a cargo de una corporaci.6n aut6noma" 
(4). 

Sería prolijo continuar transcribiendo 
conceptuaci.ones en torno a la Administraci6n Públi­
ca, pues con las mencionadas es suficiente para ad 
verti.r el rigor de nuestro acerto inicial. 

(3) Kelsen, Hans. Teor(a General del Estado, Pág. 
240. 

(4) Idem. 
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Ahora bien, ccn el prop6sito de esclare­
cer más el alcance de los ccnceptos anteriores, de 
bemos hacer de ellos un breve análisis. 

Para Trueba Urbi.na, la noci.6n de Admi 
nistraci6n PÚbl ica adquiere las características funda 
mentales, a saber.: uno de carácter estructural del­
Poder Ejecutivo, lo que deviene en la organización 
misma del mencionado Poder; y otro de carácter -
funcional, es decir, que esta segunda caracter(stica 
involucra al conjunto de actividades que se desen""" .... 
vuelven en el ámbito de la función administrativa. 

Obsérvese, pues, que esta ccncepci6n ha 
ce referencia en pri"mer· lugar a la di.visión de pode 
res establecida por la Constitución Política de Méxi 
co, en sus artículos 49, 80, y sigui.entes, detrás = 
de la cual se halla el pensamiento del barón de M~ . 
tesquieu (5), sin embargo, al hacer l"'eferencia a la 
"Función Pública en el orden Administrativo", no ex 
plica en qué consiste esa funci.6n propia del Ejecuti 
vo, por cuya raz6n. será necesario recurrir al artícÜ 
lo 89 de la Carta Magna antes aludida, Fraccién Pri 
mera, que establece como facultad y ob1i.gaci.6n del 
Presidente de la República:" Promulgar y ejercitar­
las Leyes que expida el Congreso de la Unión, pro_ 

(5) Montesqui.eu Carlos Louis, Barón de. El Espíri­
tu de las Leyes, Libro XI parágrafo V y VI p. 
36. 

1 
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veyendo en la esfera administrativa a su exacta ob­
servancia". 

Por otra parte, para acabar de entender 
el pensamiento del Dr. Trueba, resulta necesario -
considerar la posición ideo16glca que tiene y que en 
él es perfectamente definida, es decir, de que resul 
ta insoslayable considerar la noción que de ConstitÜ 
ción Política Social tiene, aunque esto sea de mane 
r:a muy superficial. 

La Constitución Mexicana sostiene el re­
ferido autor (6):: es una Constitución Política-Social 
porque . ti:ende a despecho de las Constituciones Po 
líticas que son de carácter burguesa a la tutela, -= 
protección y reivindicación del proletariado, que ·-­
abre las posibilidades de requebrajar los residuos -
del Estado burgués que en ella existen, para quedar 
franca la entrada al Estado Socialista. · 

En efecto, de acuerdo a estas considera 
ciones debe entenderse, que la noción que tiene el -
autor que contemplamos de Administración Pública 
y que implica división de poderes según el artículo 
49 citado, absorbe el sentido social que se :halla en 

(6) Trueba Urbina, Alberto. La Primera Constitu- -
ción Política-Social del Mundo. 

-----
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el artículo Tercero, 27 y 128 Constitucionales de -
tal manera que los Supremos Poderes de la Federa 
ci6n tienen como atributos esenciales, facultades so 
ciales que nunca habían tenido y que ahora se con. ·. 
signan en la propia Constituci6n de manera expresa. 

Después de este breve análisis es fácil 
comprender la necesidad que tiene el Dr. Trueba -
de precisar de manera clara el sentido social de su 
concepto de Administración Pública, pues resulta -
evidente que quien no conozca su obra o al menos -
la parte substancial de su pensamiento, tendrá evi­
dentes dificultades para comprender lo que este au~ 
tor entiende por Administraci6n Pública. 

Ahora bien comentaremos el concepto 
del Dr. Serra Rojas, quien es mucho más claro en 
su concepto de Administración Pública, pudiéndose 
encontrar en 'él tres nocimes fundamentales, a sa 
ber: la estructura y organización del Poder Ejecuti 
vo; La Función que le compete:. al Poder Ejecutivo 
en razón de la división de poderes y funciones con:­
sagradas en la Constituci6n Mexicana; y sentido fin~ 
lista, que justifica la existencia del Poder Ejecuti­
vo, la estructuraci6n y organización que adopta y -
las funciones que le competen, pues tanto unas y -
otras tienen verdadera significación en la medida en 
que satisfagan las necesidades generales de una na­
ci6n, las cuales se pueden encuadrar simultáneamen 
te dentro de una concepci6n individualista y una coñ 
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cepci.6n social, prep01derando estas últimas. 

Es necesario destacar, que el autor que 
ocupa este comentario, sostiene que.: "en una sacie 
dad compleja como la modema en contínuo creci- = 
miento demográfico y con los elementos reducidos -
que satisfagan sus necesidades, el Estado-Providen 
cia ve aumentado considerablemente su campo de -
acci6n" (7), lo que nos clarifica el sentido y el al-­
canee de las funciones y finalidades que son propias 
a la Administraci6n PÚbl ica, sin embargo e.abe c~ 
siderar que este criterio va sufriendo una evoluci.6n 
importante sin tener la orientaci6n Marxista de True 
ba Urbina, en sus cátedras sostiene que de manera 
inevitable llegará el momento en que el Estado se -
vea en la necesidad de absorber la totalidad de la -
actividad privada, en beneficio de la colectividad, -
lo que es una posici6n que ya se adivinaba en él, -
cuando en su Teoría General del Estado manifiesta -
que el Estado y el Derecho, deberán responderse en el 
futuro a un nuevo y distinto humanismo. (8). 

Por lo que se refiere a Hans Kelsen, -

(7) Serra Rojas, Andrés. Ob. Cit., Pág. 102. 

(8) Serra Rojas, Andrés. Teoría General del Esta­
do, Pág. 15. 
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nos presenta una noci6n sumamente genérica de Ad 
ministración Pública, de tal manera que en ella se 
puede advertir con facilidad que se encuentra subsu 
mida la noci6n de Administración Pública Privada,:: 
lo que en otros términos se puede decir que el ºº'2. 
cepto que nos entrega es simplemente, el de Admi­
nistración. 

Desde luego, no es ociosa la concepción 
de Kelsen, puesto que mientras los demás autores­
hablan de la Administraci6n Pública, con su concee_ 
to, Kelsen. nos entrega la posibil'i.dad de una com­
prensi6n total de carácter ooceol.6'gfoo . 

En efecto, la noci6n moderna de Adminis 
tración implica una clasificación en PCiblica y en ..:= 
Privada sólo que reviste mayor importancia, dada -
la tendencia de los .modernos Estados, la Adminis­
traci6n Pública, lo que ti.ene por objetivo proporci~ 
nar bienes y servicios tendientes al bienestar colee 
tivo, por lo que su ámbito de acción es mucho más 
complejo y su estructura es de una amplitud supe-­
rior a la Administración Privada .. 

La Administración Pública, tiene como -
elementos, pasos o etapas las siguimtes: Planear, 
Organizar, Integrar, Dirigir, Controlar y Coordinar 
la función propia del Poder Ejecutivo.· 

1 

1 
\ 
¡ 
1 
1 
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CONCEPTO DE SERVICIO PUBLICO. 

En relaci6n con el Servicio Público, tam 
bi.én encontramos una variedad tremenda de crite- = 
rios, los que sin embargo no suelen ofrecer diferen 
ci.as tan radicales como en la Adt:ninistraci6n Públ f 
ca, pues como se verá, hay estupenda coincidencia-: 

EL· SERVICIO PUBLICO. 

Para Duguit, el Servicio Público es: "To 
da actividad cuyo cumplimiento debe ser asegurado, 
regulado y controlado por los gobernantes, porque -
el cumplimiento de esta actividad es indispensable -
para la realizaci6n y desarrollo de la interdepende~ 
cia social y es de tal naturaleza que no puede ser 
real izada completamente si.no por la intervención de 
la fuerza Gubernamental" (9). 

Para Bonnart, "Los Servicios Públicos 
son organizaciones que forman la estructura misma 
del Estado" (:1 O). 

(9) Ouguit Leen, Traite de Oroit Constitucional, P. 
61 • 

(1 O) Bonnart Roger, Precis de Oroit Administratisf 
p. ~34. 
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En relaci6n con Duguit, Gabino Fraga -
(11 ), sostiene que deben ser establecidos como una 
actividad que debe ser ejercitada por el Estado, sin 
embargo, leyendo con cuidado el concepto de Duguit, 
encontramos que sólo hace referencia a la necesi- -
dad de que el Estado asegura, regula· y ·controla a 
través de sus gobernantes, el cumplimiento de la -
actividad que supone el Servicio Público, y en el -
mismo sentido que se debe entender el pensamiento 
de este autor, c:uando dice: "Es tal la naturaleza -
que no puede ser realizada completamente, sino por 
la intervención de la fuerza gubernamental", o lo -
que es igual, que la intervenci6n de la fuerza guber 
namental es para asegurar el Servicio Público me= 
diante la regulación y el control respectivos por -- ·: 
parte del Gobierno. 

Debido a que este trabajo va encaminado 
al estudio de la relación jurídico-laboral que se da 
en el campo de la Administración Pública, pasamos 
a exponer lo que piensa Tr\..leba Urbina abe.rea ,del -
Servicio Público. 

Para este autor, "El Servicio Público -
se entiende como la actividad di recta del Estado o 
confiada por éste a los particulares para satisfacer 
necesidades colectivas o de interés general, sin dis 

(11) Fraga Gabino, Derecho Administrativo, P. 15 
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tinción de personas ni clases que componen la comu 
nidad" (12). 

Esta concepción coincide esencialmente -
con la de Dugui.t, pues efectivamente, el Servicio -
Público puede ser realizado por el Ejecutivo o por 
los particulares, teniendo si.empre el Gobierno la -
facultad de regular, controlar y di. rigir la realiza-­
ci6n de las actividades que presuponen de acuerdo -
con las Leyes y disposiciones generales de carác- -
ter administrativo, que para tal efecto se estable- -
cen" (13). 

Además, debemos advertir que con acier 
to riguroso y científico Serra Rojas (14), señala co 
rno caracter(sticas del Servicio Público, que este = 
debe ser permanente y general, de donde debemos 
distinguir el concepto que nos ocupa del servicio al 

(12) Trueba Urbina, Alberto. Nuevo Derecho Admi­
nistrativo del Trabajo. P. 709. 

(13) Ley para el control, por parte del Gobierno Fe 
deral, de Organismos Descentralizados y Em-­
presas de Participaci.6n Estatal. 

(14) Serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. 
p. 88. 
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público, que es la actividad que se realiza con el -
fin de satisfacer alguna necesidad más o menos con 
creta y transitoria para un determinado grupo de = 
personas y que, por lo tanto, no admite la posibili 
dad de ser elevado hasta la noción de satisfacci6n = 
de una necesidad social, o di.cho en otros términos, 
siendo una actividad satisfactoria de necesidades, -
esto no afecta de manera trascendental a la comuni 
dad, por cuya raz6n dicho Servicio al Público cae_ 
dentro de la iniciativa privada. Ahora bien, no de 
be tomarse en un sentido demasiado riguroso el tér 
mi.no o expresión "afecta a la comunidad" puesto _:: 
que, toda actividad de los particulares, llámese Ser 
vicio al Público, afecta de manera indirecta el mo:: 
vi.miento económico del país . 

ORGANIZACION DEL PODER EJECUTIVO 

Hablar de la Organización del Poder Eje 
cutivo presupone haber dilucidado con antelación el 
problema que se plantea con la teoría de la División 
de Poderes de Montesquieu, por cuya razón será -
necesaria una breve desquisi.ción para entrar con -
una mayor claridad al tema que ahora nos ocupa y 
que es, a no dudarlo, vertebral dentro del sistema 
jurídico y político de México. 

Garre de Malberg (15) sostiene que no -

(15) Teoría General del Estado. Fondo de Cultura -
Económica. México, 1948. 
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En efecto, sostiene el autor, refi riéndo­
se a la distinci6n entre Poder Ej ecuti.vo y Jurisdic­
cional, "No es fácil justificar este último princi- -
pi.o .•. del derecho pues es falso" (18), como resulta 
falsa la teoría de la división de Poderes, pues el -
principio de la creación del derecho es uno solo 
que se compone de dos momentos, a saber: Uno ge 
nérico llamado legislación y otro espec(fico llamado 
ejecución (19), o lo que es igual, la estructura Ge­
rárquica del orden jur(dico no admite la posibilidad 
de di.visiones, de donde debemos destacar que el fe 
n6meno creativo del derecho es un acto jur(di.co ca 
racterizadci por los dos momentos antes menciona­
dos, en virtud de lo cual la aplicación o ejecuci6n 
del derecho supone en ese fenómeno creativo del or 
den jurídico, la apli.caci6n de una norma general de·. 
carácter superior y la creación de una norma me-­
nos general de grado inferior, de tal manera que -
parecen fundi. rse esos dos momentos en el acto diná 
mico y creativo del orden jurídico, de tal suerte = 
que la "primera Constitución" es decir el primer -
acto creador del derecho aplica la norma fundamen 
tal (que es :hipotética). A su vez las normas gene 
rales de la legislaci6n aplican la Constitución y la; 
normas individuales de la jurisdicci6n y la adminis 
tración aplican las Leyes" (20). 

(18) Kelsen Hans. Ob. Cit. P. 333. 

(19) Idem. 

(20) Kelseri Hans. Teoría Pura del Derecho. P. 147 
y ss. 
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Dentro de la interpretacioo Marxista del 
Derecho, con base en las consideraciones de que el 
derecho es una superestructura de la economía y -
que debido a la fuerza dialéctica tendrá que desap~ 
recer para dar paso, fatalmente, a la sociedad co­
munista;, en la que el orden jur(dico ya no tendrá 
sentido, pues todos los hombres. vivirán armoniosa­
mente en virtud de la conciencia de la clase, sien­
do necesaria nadamás para la actividad moral de -
esa sociedad, reglas administrativas que presupon­
gan la voluntad del pueblo (21). De acuerdo a esta 
concepci6n del derecho hay una consideraci6n con -
los pensamientos que niegan la divisi6n de poderes 
dentro de la concepci.6n jur(dica-política del Estado, 
s6lo que reduciendo todo a pesar de su oposici6n al 
derecho a "reglas preponderantemente técnicas de -
la administraci6n 11 que evidentemente son jurídicas 
y polÍticas en cuanto determinan deberes administr~ 
tivos y en cuanto involucran la voluntad del pueblo. 

Regresemos ahora pues, al problema de 
la organizaci6n del Poder Ejecutivo, que es el úni­
co que logra salvarse en la tremenda divisi6n que -
hemos redactado en las l (neas precedentes. 

El Poder Ejecutivo, como ha quedado es 
tablecido, es sólo uno de los tres 6rganos del Esta 

(21) Bodenneirmer Edgar. Teoría del Derecho. PP. 
267 y ss. 



16 

do, que tienen encomendada la acci6n de gobierno -
del mismo y que se trata, dentro del ámbito de sus 
facultades espec(ficas de una funcióri administra.ti.va. 

Dentro de nuestro sistema institucional, 
el Ejecutivo se encuentra encomendado a una sola -
persona llamada Presidente de la República, por cu 
ya raz6n es válido decir de él que es el depositario 
o mandatario del Poder Ejecutivo, lo que implica, -
desde luego, que sea él precisamente el responsa-­
ble de la actividad administrativa del Estado y sus 
colaboraciones, lo cual viene a explicar el sentido­
de la disposici6n constitucional (22) que establece el 
deber por parte del Presidente de la República de -
rendir un informe anual ante el Congreso de la 
Uni6n, que como representante del pueblo tiene el -
derecho de exigir del mandatario rinda cuentas de -
su mandato, figura que, se explica con mayor clari 
dad si se considera la protesta que el Presidente -
de la República debe hacer, respecto de la enco- -
mienda que el país le confiere, ante el propio Con­
greso de la Uni6n. 

En efecto sostienen Rabasa y Gloria Ca­
ballero; "México es un Estado de Derecho, lo que -
significa, entre otras cosas, que los encargados del 
Poder PGblico refiriéndose al Presidente de la Repú 
bl ica deben actuar con estricto apego al orden jurr-

(22) Artículo 69 Constitucional. 
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dico y, dentro de éste, a una base o Ley fundamen 
tal: la Constituci6n. De aquí que el Primer Manda 
tari.o .haga, al tomar posesi.6n de su cargo diría- ----\ mos, al tomar posesi'6n. de su cargo pública y so- -
lemne protesta de que cumplirá y hará cumplir las 
disposiciones Constitucionales y todas las Leyes en 
vigor. Es de tal importancia esta ·declaraci6n que 
en el texto de la Carta Magna aparece la forma -­
exacta con que se debe hacer" (28), lo que por otro 
lado significa el reconocimiento de que el mandato 
Constitucional que implica el cargo de Presidente -
de la República tiene por mandante al pueblo, titu­
lar de la· soberanía del Estado, por cuya raz6n los 
autores que citamos advierten más adelante: "Tal -
acto, del más alto contenido cívico •.. asienta el prin 
cipio de que la soberanía tiene como fuente original 
la voluntad popular". (24). 

De todo esto, desprendemos 16gi.camente, 
que el único responsable de la actuaci6n del Ejecuti. 
vo es el ·Presidente de la República, con exclusi6n-· 
de los secretarios de Estado. Pues éstos son nada 
más sus colaboradores los cuales, a diferencia del 
Estado Parlamentario, de donde son parte integral -
del Poder Ejecutivo, se reducen solamente como he 

(23) Rabasa, Emilio O. y Caballero, Gloria,Mexica 
no esta es tu Consti.tuci6n, P. 232. -

(24) Idem. 
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mos manifestado, a elementos o colaboradores que _... 
auxn ian al Presidente de la Repúbl i.ca en el desem­
peño de sus funciones. Los colaboradores o Seer~ 
tari.os de Estado, son distribuidos en sus funciones 
de la misma manera del despacho de los asuntos -
públicos que se precisen en la Ley Orgánica del - -
Ejecutivo; pero además, el Poder Ejecutivo Mexi.c~ 
no ha creado de manera di.recta unas veces y otras, 
de manera indirecta, a través de proyectos 'de Ley 
presentados al Poder Legislativo organismos ·desee~ 
tral izados, empresa del Estado_, fideicomiso del Esta 
do etc., de tal manera que esto ha dado origen, de 
acuerdo a la moderna doctrina de derecho adminis­
trativo, a lo que se conoce con el nombre de Sec­
tor Paraestatal. 
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C A P I T U L O 11 
SECTOR ESTATAL Y SECTOR PARAESTATAL 

SECTOR ESTATAL. 

El Sector Estatal, como lo hemos mani­
festado con anterioridad, se forma exclusivamente 
por toda la maquinaria que integra el orden jerárqui 
co más alto del Poder Ejecutivo es decir, por el = 
Presidente de la República, los Secretarios y Jefes 
de Estado, y no como debe pensarse por el Gobier 
no Federal.· 

En efecto, debemos distinguir entre los 
conceptos Poder Ejecutivo Federal y Gobiemo Fede 
ral, pues aún, como suele suceder incluso en las = 
esferas oficiales, no se asimilan ambos conceptos, 
como lo veremos en seguida: El Poder Ejecutivo -
responde a un concepto político fundamental mente, -
aGn cuando también jurídicamente, que tiende a pr~ 
servar el equilibrio del ejercicio del Poder de ma12_ 
do del Estado; en tanto que el Gobiemo Federal, -
responde a la idea de di recci6n total del Estado, o 
dicho de otro modo, implica a la acci6n de regir o 
ejercer la Suprema Autoridad ejercicio de la sobe­
ranía popular, a fin de lograr los objetivos del Es­
tado que además lo justifican. El Gobierno es ejer 
cido; en los paises democráticos como el nuestro;­
por tres poderes, que son los instrumentos a tra- -
vés de los cuales se manifiesta la soberanía del - -
pueblo, lo que .en otros términos significa que el -
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concepto gobierno le dá mezclado sentido jurídico a 
la actividad realizada por los tres poderes, por es­
ta razón es que Ignacio Burgoa (25), desarrolla el­
concepto dentro del capítulo denominado la "formas 
de Gobierno" en el que involucra de manera general 
lo relativo a los Poderes del Estado y analiza la Di 
visi6n de Poderes como noci6n fundamental de la = 
democracia en los Estados Modernos. 

Resumiendo, di remos que Poder Ejecuti­
vo es solamente un aspecto de la Divisi6n de Pode­
res y que Gobierno es la acción directriz de los -­
tres poderes, en ejercicio de la soberanía popular. 
Por lo tanto, la idea que se encuentra término Go­
bierno, es de carácter general que implica respec­
to a la acción del Ejecutivo, una relación de género 
a especie. 

El titular del Poder Ejecutivo es de elec 
ci.6n popular, precisamente por ser el titular a ca!:. 
go de quien se otorga el mandato Constitucional de 
Presidente de la República, en tanto que los Seer~ 
tari.os y Jefes de Estado, reciben su nombramiento 
por designaci6n directa del Presidente de la Repú-­
blica para qué ellos colaboren con aquél, en la ges­
tión administrativa que por mandato Constitucional -
le corresponde. 

(25) Burgoa Ignacio. De.recho Constitucional Mexica­
no. PP. 527 y ss. 
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El Ejecutivo-involucremos ahora al Pre.=_i 
dente y a sus colaboradores tomando en considera­
ci6n la diversidad de ramas de la admini.straci6n -
Pública se crean comisiones aut6nomas, las que 
por sus características no salen de la esfera de - -
aquél, as( como tal como lo dejamos advertido 
atrás, crea entidades jur(dicas de carácter aut6no­
mo, ccr'I personalidad jur(dica y patrimonio pl""opio -
que s( escapan a la idea clásica de Ejecutivo, con~ 
tituyendo de esta manera el Sector Par--aestatal. 

SECTOR PARAESTATAL. 

Dentro de la noci6n Paraestatal, adquie­
re rango supremo la Descentralizaci6n, la cual pue 
de ser según sostiene Gabino Fraga (26); por re- ':' 
gi.6n, por servicio o por colaboraci6n, agregando -
Serra Rojas (27), una si.tuaci.6n intermedia y nebulo 
sa que la califica como Desconcentraci6n. 

La Desconcentral izaci6n por regi6n y -
por colaboraci6n la expondremos al final de este ca 
p_(tulo y a manera de apéndice del mismo, pues no-

; 

· (26) Fraga Gabino, Derecho Administrativo. PP. 
209 a 241. 

(27) Serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. 
PP. 510 y ss. 
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integran el concepto de Sector Paraestatal y sin em 
bargo, no dudarlo, son formas de organizaci6n de= 
la Administraci6n Pública que se pueden soslayar. 

En tanto que en la Concentraci6n Admi­
nistrativa o Sector Estatal rige el principio de vin­
culaci6n jerárquica, e.n la organizaci6n descentrali­
zada no tiene ingerencia fundamentalmente en la lla 
mada descentralización administrativa por servicio;­
sin embargo, es necesario hacer notar que respcn­
de a un "modo de organización mediante el cual se 
integra legalmente una persona jurÍdica de derecho 
público por adminicular su funci6n y realizar fines 
específicos del Estado, sin desligarse de la orienta 
ci6n gub~rf"lamental, ni de la unidad financiera del :­
mismo" ·-(26). 

Hemos dicho que la descentral izaci6n - -
presupone una cierta autonomía administrativa, una 
personalidad jurídica y un patrimonio propio. Ana-
1 i'cemos ahora estos elementos: 

AUTONOMIA.- La Autonomía, desde el 
punto de vista jurídico administrativo es el relaja-­
miento del principio de jerarquía que rige en la or 
ganizaci6n de la Administración Central o Sector .= 
Estatal, sin embargo, no se piense que ello implica 

(28) I bidem • P. 595. 
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una desvinculaci.6n radical, pues el s6l6 tér.rninó .relaja 
miento que hemos usado s6lo significa desvinculaci.6n 
del vínculo establecido entre la administraci6n cen­
tral y la descentralizaci.6n, lo que dicho en otros -
términos es la pervivencia de cierta relaci6n entre 
ambas esferas en las facultades que tienen el poder 
ejecutivo de control y vigilancia respecto de los or 
ganismos descentralizados o mejor aún de todo el = 
Sector Paraestatal. 

Las facultades de control y vigilancia se 
encuentran establecidos en di.versas dispo.sicfones y le 
gislaciones (29) y que contemplan los siguientes aS­
pectos: 

a).- Organizaci.6n y estructuraci.6n de las 
entidades del Sector Paraestatal. 

b). - Nombramiento de altos funcionarios 
de las entidades del Sector Paraes­
tatal. 

(29) Ley para el control por parte del Gobierno Fe_ 
deral, de Organismos y Empresas Descentral i­
zadas: 

Ley de Inspecci6n de adquisiciones, y Ley de -
Inspecci6n de Contratos y Obras Públ i.cas. 
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e)•- Determinaci.6n de. objetivos o fi.nes 
y reali.zaci.ones de los mismos, de 
las di.versas entidades del Sector -
Paraestatal. 

d).- Manejo de los fondos econ6mi.cos de 
las entidades del Sector Paraesta­
tal, etc. 

Estas facultades de Control y Vigi.lanci.a, 
las real iza el Poder Ejecutivo a través fundamental 
mente, de la Secretar(a de la Presidencia, de la ':' 
Secretaría del Patrimonio Nacional, de la Secreta­
ría de Hacienda y Crédito PÚbl ico y de la Secreta­
ría o Secretarías de las cuales guarde similitud · -
en sus actividades, la entidad del Sector Paraesta­
tal de que se trate. 

PERSONALIDAD JURIDICA .- La entidad 
del Sector Paraestatal, fundamentalmente la organi 
zaci6n administrativa descentralizada por servicio, -
implica la creaci.6n de personas jurídicas lo que - -
nos obliga a analizar qué se entiende por persona y 
t'a clasifi.caci.6n de persona en nuestro derecho. 

Persona o sujeto de derecho.- Hans Kel , -
sen para encontrar que es el sujeto de derecho, p~ 
te de su categoría fundamental conocida con el nom 
bre de imputabi.l idad jurídica, según .nos lo advierte 
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Rolando .Tam~yo Salmar6n, quien sostiene que "En -
la medida en que las categorías son principios te6-
ricos que explican y hacen posible los juicios de co 
nocimientos •.••. no son, en consecuencia, excep- ':' 
ción a formas puras que se sitúen más allá o al -­
margen de la historia" asegurando más adelante: -
"Las categor(as no son fantasmas mi.tol6gicos que -
se encuentren por debajo o por encima de los jui- -
cios, las categorías son inmanentes a aquéllas en -
la medida en que estas no son más que principios 
teórfcos que las expliquen" (30). 

En efecto, desde este punto de vista de 
la imputabi.l idad se desprende la realidad histórica -
de la norma de todo derecho positivo posible, en -
virtud de lo cual la expresión normativa crea la -
atribución de la consecuencia de derecho, proveye~. 
do a una entidad llamada Estado, de la posibilidad 
de sanci6n que se encuentra impl (cita en dicha con­
cepci.6n, referida si.empre a un sujeto (31 ), de don­
de desprendemos en el fondo dos distinciones de - -
mandato contenidas en la norma, a saber:· El Esta­
do a cuyo cargo está lograr la especificación del de 

(80) Tamayo Salmerón, Rolando. El Principio de -
Imputación como categorra de la Etica Trans­
cendental en la revista MESSIS P. 131. 

(81) Kelsen Hans, Teoría Pura del Derecho, pp. 18 
y SS. 
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recho y el mandamiento inc6lume del orden jurídico, 
por cuya razón éste debe aplicar la sanción; y el -
sujeto que hiere el orden jurídico y a quien se debe 
aplicar la sanción correspondiente. 

Por las consideraciones anteriores Hans 
Kelsen se refiere al sujeto de la imputación jur(di­
ca o sujeto de derecho, como un centro de imputa­
ción del conjunto de deberes y obligaciones jurídicas 
establecidas, según enseña en su clase y en su li-­
bro el Maestro Manuel Terán Mata (32)'!. 

La fórmula de Kelsen, parece que en- -
vuelve a las perscnas físicas y morales y sobre -­
cualquier divisí6n respecto del sujeto, por tratarse 
de una concepción jurídico-normativo; sin embargo, 
asevera el Dr. Reynoso (33), que tal noci6n es una 
construcción artificiosa y atentativa contra la persa 
na, pues admite la posibilidad de que el orden jurf_ 
dico designe como sujeto de derecho a seres no per 
sonales, cuando los Ctnicos que son susceptibles de 

(32) Terán Mata, J .M. Apuntes de su clase de Filo 
sofía del Derecho 1971, Filosofía del Derecho­
P. 100. 

(33) Reynoso, Luis. La Teoría Pura del Derecho -
de Hans Kelsen, PP. 42 y 48; 

!· 
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merecer ese· rango de sujetos de derecho son las -
personas. Por otro lado, elimina el problema des 
de un punto ·esencial . de la responsabilidad que to 
dos los sujetos tienen derivada de su conducta, pa= 
ra circunscribir todo a una pura y simple acci6n -
del Estado. 

Nosotros nos inclinamos a considerar co 
mo sujeto de derecho inminentemente a la persona-; 
desdeñando las teorías realistas organistas de las -
personas morales y pensamos con Preciado Hemán­
dez (34), que todas las personas físicas como mora 
les son realidades tnnegab\es 'del género· hµmano ·y­
por consecuencia del derecho. 

El Derecho Mexicano (35), considera co­
mo sujeto de derecho a las personas f(sicas y mora 
les, incluyendo dentro de estas últimas a las corpo 
raciones de carácter público reconocido por la Ley-: 

Respecto a la facultad de crear a dichas 
personas públ i.cas o entidades descentralizadas por -
serv1cto, existe una distinci6n, a saber.: se crea -­
por el Poder Legislativo. 

(34) Preciado Hemández, Rafael. Lecciones de Filo 
sof(a del Derecho P. 131 • 

(35) Art. 25 del C6digo Civil Vigente. 
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La Ley para el control, por parte del -
Gobierno Federal de Organismos Descentralizados y 
Empresas de Participaci6n Estatal (36), establece -
que dichas personas públicas pueden ser creadas 
por el Poder Legislativo o por decreto del Ejecuti­
vo. 

Di'ce Serra Rojas, que tal disposici6n que fa­
culta al Ejecutivo para crear organismos descentra­
lizados "es inconstitucional por que, el Congreso de 
la Uni6n no puede delegar sus facultades legislati- -
vas de tanta trascendencia como es la creaci6n de 
organismos descentralizados Federales" (37), pues -
llevaría al abs1:1rao de pensar que mediante un decre 
to fuera posible crear también organismos deseen-= 
tral izados por regi6n y aún colaboraci6n. 

De igual manera sería absurdo dejar al 
Ejecutivo la facultad de crear organisn"'los deseen- -
tral izados por servicio tan importantes :como. la · ·­
U .N .A.M.; Banco de México; Nacional Financiera; 
I.M.S.S.; y otros, los cuales se encuentran .l"egu­
lados en esta hip6tesis, por simples decretos. 

(36) Art. 2 de la Ley para el control por parte del 
Gobi'emo, Federal de Organismos Descentraliza 
dos y Empresas de Participaci6n Estatal. -

(37) Serra Rojas, Andres. Ibidem. P. 399. 
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Otro argumento más, es considerar que 
el Estado, como persona moral pueda crear perso­
nas jurídicas a través del Congreso de la Uni6n, 
pues el ejecutivo como el jurisdiccional son nada- -
más 6rganos ejecutores del derecho y no creadores 
del mismo. 

Sea como fuere, lo cierto es que las -
instituciones descentralizadas por servicio en Méxi­
co creadas indistintamente por el Poder Legislativo 
o por el Poder Ejecutivo, y regidas, consecuente-­
mente, por leyes orgánicas y por decretos según -
haya sido el acto jurídico que les haya dado vida. 

Desde luego áste acto es criticable pues 
evidencia la propenci6n, cada vez más señalada por 
parte del Ejecutivo Federal de absorber e invadir -
facultades que constitucionalmente no le corresp.on­
den, dañando con ello el principio de Divisi6n de Po 
deres que ccnforme a la parte orgánica de la Cons­
tituci6n Federal de la República y asentuando, por -
ende, la exaltación de un sistema presidencialista 
absoluto e intolerable que no corresponde a la reali 
dad jurídica de México aunque sí, nos está enseña~ 
do, una tendencia cada vez mayor de crear un sis­
tema jurídico consuetudinario paralelo al sistema -
escrito que nos rige y que, en el futuro de no dedu 
ci.rse puede crear un cmflicto entre ambas 6rdenes. 
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Desde luego, si un organismo es creado 
por una Ley nos encontramos en presencia de una -
situación jurídica y política, pues logra escapar a -
los va(venes pol (ticos propios de lo que en México 
se ha dado por llamar "cambio de régimen", preci. 
samente porque, según la doctrina técnica jurídica -
y el mandato constitucional (~8), una Ley sólo pue­
de ser abrogada o derogada por otra posterior que 
así lo señale de manera expresa o que sea total o­
parcialmente incompatible con la anterior y no por 
un decreto, aún cuando este fuera de cualquiera de 
las Cámaras (39), pues aquél es un acto jurídico -
general, abstracto, impersonal y obligatorio, en tan 
to éste es un acto jurídico particular, concreto, p~ 
siblemente personal y obligatorio, es decir, que -­
precisamente por el tránsito de lo general a lo Pª!:.. 
ticular es que no puede un simple decreto efectuar 
de ninguna manera a una Ley, de donde se deriva, 
como ya lo habíamos manifestado el Régimen de Se 
guridad Jurídica y Política de los organismos des-­
central izados. 

Los sostenedores del criterio estableci­
do por la Ley para el Control, por parte del Go- -
biemo Federal, de Organismos Descentralizados y 

(38) Artículo 70 Constitucional • 

(39) Rabasa, Emilio, O. y Caballero, Gloria. Ob. 
cit. P. 183. 
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Empresas de Participaci6n Estatal, argullen que el 
Ejecutivo Federal puede lícitamente crear organis-­
mos descentralizados, con base en supuestas faculta 
des administrativas; sin embargo, no pueden locau'= 
zar en la Constituci6n su fundamento jurídico, preci 
samente porque no lo ti.enea -

Lo que sucede es que, el Poder Legisla 
ti.ve, una vez que crea una entidad o Instituci6n Des 
centralizada, puede delegar al Ejecutivo la facultad­
de reglamentar su estructura y funcionamiento, lo -
cual ·es comprensible a la luz del artfoulo 89 de la 
Constituci6n, pues estará "ejecutando" una Ley en -
sentido material y formal; pero de esta situaci.6n, -
que es legttima, no se puede derivar esa pretendida 
facultad administrativa creadora de actos públicos,­
por más que se quiera apoyar dicha posici6n en -
la doctrina de la temperamentaci6n de las funciones 
del Estado (40), pues ésta s6lo finca las relaciones 
de colaboraci6n entre los Poderes y no procura la­
ínvasi6n de facultades. formal y materialmente ha- -
blando. 

Es recomendable, insistimos, que el Eje 
cutivo cumpla con las disposiciones de nuestra Car 
ta Magna y regularice la situaci6n jurídica de ori-= 
gen de los Organismos Descentralizados que ha crea 

(40) Fraga, Gabi.no, Ob, Cit. P. 52. 

\ 
i 
1 
¡ 

! 

l 
1 

· 1 
~ 



38 

do por decreto, enviando al 1....egislativo sendos pro­
yectos de Ley, pues aún cuando en nuestro medio -
no puede suceder. 

Hipotéticamente se plantea la posibilidad 
de que, partes interesadas, incluso en el orden ju!:_( 
dico, pueden impugnar la legalidad del acto creador 
de dichas persaias públicas, colocando al Poder Ju 
dicial, dada la tradici6n de "Facto", en el predica= 
mento o conflicto valorativo de preservar la legali­
dad del pa(s, en cuyo caso quedar(a entredicho el -
Ejecutivo Federal, o de preservar el interés pol íti­
co y metajurídico de éste, quedando entredicho la 
dignidad de la judicatura más elevada de México. 

Patrimonio Propio o Régimen Financie-­
ro.- El artículo de la Ley para el control a que -­
nos hemos estado refiriendo, de acuerdo a la doctri 
na de Derecho Administrativo, que el patrimonio de 
los Organismos Descentralizados se integran o con!! 
tituyen total o parcialmente con fondos o bienes. fede 
rales o de otros organismos descentralizados, asig­
naciones, subsidios, concesiones o· derechos que le 
aporte u otorgue al Gobiemo Federal con el rendi­
miento de un impuesto específico. 

Esto quiere decir, por tratarse de una -
persona moral de carácter público, en los términos 
establecidos por los artículos 78, Fracci6n X, XXV, 
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XXX; 28, 90, 92 y 123, apartado ºA"', Fracci.6n 
XXXI Constitucionales, el Estado, a través del Eje 
cutivo Federal le dota a los organismos descentrali 
zados de de un Patrimonio propio, cuyo origen es -
et propio Patrimonio del Estado. 

Para comprender más claramente este -
tema, será necesario estudiar lo más brevemente y 
a manera de paréntesis, el régimen patrimonial del 
Estado, pues es de éste de donde se deriva el Pa­
trimonio de los Organismos descentralizados por -­
servicio, para pasar luego al sistema o régimen fi 
nanciero al que se encuentra sometido. 

· Si el concepto de patrimonio en el dere­
cho privado ha sido definido por Gutiérrez y Gonzá­
lez como el "Conjunto de bienes, derechos y obliga 
ciones susceptibles devalarac'i.6n pecuniaria o moraV' 
(41 ), en el Derecho Público adquiere otra connota-­
ci6n, cuyo sentido es más completo. 

En efecto sostiene Bustamante (42), la -

(41) Guti.érrez y González. Ernesto. Derecho de las 
Obligaciones P. 

(42) Bustamante, Eduardo, Revista Patrimonio, No. 
1, Sría. del Patrimonio Nacional, 1960. 
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noci.6n de patrimonio del Estado no puede ceñirse a 
las directrices del derecho privado, pues responde­
ría a una concepci6n individualista del Estado Poli. -
cía que ha quedado superada por el Estado moderno, 
cuyo sentido es de carácter colectivo. El Patrimo 
ni.o, de esta suerte debe entenderse, sostiene, co-­
mo "el cmjunto de bienes y derechos, recursos e -
inversimes, que como elementos constitutivos de e~ 
tructura· social o como resultado de su actividad nor 
mal ha acumulado el Estado y posee a título de due 
ño o propietario para destinarlos o efectuarlos en -
forma permanente, a la prestaci6n directa o indi.rec 
ta de los Servicios Públicos a su cuidado, o a la = 
reali.zaci6n de sus objetivos o finalidades de política 
social y econ6mica" (43), lo cual se entiende perfe_E 
tamente, si. consideramos con Heller.· (44) que la fi 
nali.dad del Estado llámese bi.en común, como la doc 
tri.na tradicional la cual es una conexi6n lógica de = 
carácter hi.st6ri.co, que le da "Sentido" al Estado y 
lo justi.fi.ca al mismo tiempo. 

1 

De todas estas concepciones que enlaza-
das nos da idea clara de lo que es el patrimonio -
del Estado y su justificación en atenci.6n al fin o -­
sentido del Estado, Serra Rojas, advierte claram6!)_ 
te los elementos que integran di.cho concepto de pa-

(43) Idem. 

(44) Heller, Hermán, Teoría del Estado, pp. 61 y 
ss. 
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trimonio, de la siguiente manera, 

a).- Un conjunto de bienes, recursos e 
inversiones y demás det"'echos so- -
bre las cosas. 

b).- Que se va10....,,, PecuniaMamente y -
estimula el intercambio o tl"áfteo de bienes. 

c).- Afectados a "'ª finalidad PCib!ica, -
interés genera¡ o Utilidad PIÍbltca, 
que se tl"'aduce en la Pt"'estaci&, de 
servicios a cargo del Estado, 

d).- Y fomia una unidad, de la cual es 
titular el Estado o las entidades pQ 
blicas P<>r é¡ c....,adas o "'°"'oci-:: das'' (45). 

Ahora bien, los elementos econ6micos -
de los cuales dispone el Estado Para constituir e! -
PatMnionio de los organismos Oescentral1;,ac1os, son 
aquéllos ·que, dentro de la c!asificaci&, genera¡ de­
los bienes, t"'eciben el nomb...., de bienes del domi­
nio PCib!!co, los cuales PUecten ser mateMa!es e in-

(45) Ser,..,. Rojas, Andrés. Derecho Administrativo, 

- -
P. 860. 

- - - -
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materiales, es decir, cosas que se encuentran den­
tro del dominio del Poder Público y Derechos del -
mismo, susceptibles de valoraci6n pecuniaria, y auri 
que la definici6n tradicional del patrimonio que he= 
mes señalado en el primer término inclusive a la -
obl igaci6n, sería i.l6gico pensar que éstas forman -
parte del patrimonio de un organismo descentraliza 
do al momento de su nacimiento, pués éste aparece 
ría con un mal de origen, a saber: cargas financie 

. ras qué soportar. 

Por otro lado, según un criterio más o 
menos extendido, el patrimonio e incluyamos en él 
al del Estado, se constituye únicamente por Dere-­
cho y Obligaciones;. desde este punto de vista, ten­
dría que incluirse al conjunto de bienes, recursos, 
inversiones, etc., a los que hacen referencia Busta 
mante y Serra Rojas que hemos citado líneas ante= 
rieres como un conjunto de Derechos con signi.fica­
ci6n econ6mica de dispcnsibi.l idad de los menciona­
dos bienes, recursos, inversiones, etc., cuyo funda 
mento se encuentra, constitucionalmente hablando, -
·en las diversas disposiciones que sobre la materia 
establece nuestra Carta Magna fundamentalmente en 
los artt'culos 27, 28 y 81 por cuya virtud dicho Pa­
trimonio se encuentra sujeto a un régimen jurídico 
especial de Derecho Público. 

El Patrimonio del Estado se descompone 
en di.versos Patrimonios específicos previstos por -
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la propia Constituci.6n, tales como los llamados Pa 
trimoni.o de la Federación, Patrimonio de las entida 
des Federativas, Patrimonio de los Municipios, Pa 
trimonio de los Organismos Descentralizados por -
Servicio, Patrimonio de las Empresas de Estado, -
Patrimonio de Empresas Privadas de Interés Públi­
co, etc. 

Por otro lado, el Patrimonio del cual -
dispone el Estado para integrar el Patrimonio de -
los Organismos Descentralizados es el que Serra -
Rojas (46),, califica de Patrimonio de Inversión y -
Patrimonio de uso, quedando i.ntocado el que tam- -
bi.én cal ifi.ca de Patrimonio Intransmisible; sin em­
bargo, no se vaya a pensar que debido a esta clasi 
ficaci6n u otras, se den el en Estado, real y ef ecti. 
vamente diversos patrimonios, sino que se trata -= 
más bien, considerando el criterio ya citado de B~ 
tamante y Serra Rojas, de una Universalidad en 
manos del Estado que en función de una clasifica- -
ci6n y Gerarquizaci6n de fines y objetivos específi­
cos de la actividad administrativa del Estado, es -
que se crean di.versos regímenes especiales de De­
recho a los que se habrán de sujetar dichos patri-­
monios, pero conservando si.empre, insistimos, la 
unidad que presupone el principio de universalidad -
del patrimonio del Estado. 

Si por una parte el Patrimonio del Esta 
do se encuentra sujeto a un Régimen Jurídico Espe 
(46) Idem. 
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cial de Derecho· Público~ '.es que éste presupone, co 
mo sustrato suyo, un régimen financiero también ,es 
peciar,. lo que significa por otra parte, que el Pa­
trimonio de los organismos descentralizados se en­
cuentra sujeto a un Régimen Jurídico de contenido -
financiero también especial. 

Gabino Fraga a este respecto hace un -
análisis muy interesante, cuyas características nos 
impiden hacer de él una interpretaci6n, por lo que, 
con la prudencia necesaria lo habremos de transcri 
bir. 

"El Estudio del Régimen Patrimonial de 
los Establecimientos Públicos, implica la necesidad 
de hacer el estudio de la personalidad jurídica y de 
la capacidad atribu(da a dichos establecimientos. 

·"'El Código Civil'. para et -
Di.stri.to Federal dispone en su artículo 25 que -
"son personas morales: I .La Naci6n, los Estados y 
los Municipios; II . Las demás corporaciones de ca 
rácter público reconoc'idas p_or la: L,ey .• ,. 

"Estimamos que, dentro de la segunda -
fracción del art(culo transcrito quedan inclu(dos los 
establecimientos que nos ocupan. Creemos, si.n em 
bargo, que los términos tan¡ amplios de la misma = 
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fracci6n pueden abarcar no sólo los establecimien-­
tos públicos cuyos caracteres, corno parte integran­
te de la organiz:aci6n administrativa, hemos expues · 
to en los puntos anteriores, sino que también que-:: 
dan comprendidas las instituciones de que más ade­
lante habremos de ocupamos y que, formadas por -
particulares, colaboran en las operaciones de con-­
sulta, decisi6n, o ejecuci6n que integran la funci6n 
administrativa del Estado. Nos referimos a Orga­
nizaciones como la Cámara de Comercio, ·1as· Aso­
ciaciones Agrícolas, etc. 

"El mismo Título segundo del Libro Pri 
mero del Código Civil de que forma parte el artícu 
lo 25 citado, establece el .régimen general de las -
personas. morales, dándoles capacidad para ejerci­
tar todos los derechos necesarios para realizar los 
fines de su instituci6n (art. 26) y previnietido que - : 

. actuarán por medio de los 6rganos representativos 
que establezcan la Ley (Art. 27), siendo ésta la - -
que determinará el régimen especial de la Institu-­
ci6n (art. 28). 

· 11 Los preceptos que acaban de citarse -­
demuestran que en esta materia la regla que debe -
aplicarse es la de considerar limitada la capacidad 
.a la especialidad del objeto de los establecimientos. 

"Así, el artículo 27 de la Constituci6n -
Federal determina en la forma siguiente la capaci-
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dad de adquirir bienes raíces: "Las Instituciones de 
Beneficencia Pública o Privada que tengan por obje­
to el auxilio de las necesidades, la investigaci6n 
científica, la difusf6n. de la enseñanza, la ayuda r.e · 
cíproca de los asociados a cualquier otro objeto líci 
to, no podrán adquirir más bienes ra(ces que los in 
dispensables para su objeto inmediato o directamen 
te destinados a él; pero podrán adquirir, tener y :: 
administrar, capitales impuestos sobre bienes raí-­
ces siempre que los plazos de imposici6n no exce­
dan a diez años". (art. Cit., Fr. 111). 

La Fracci6n IV del mismo artículo dis~ 
ne; "Fuera de las corporaciones a que se refieren 
las Fracciones III, IV y V, as( como de los nú­
cleos de poblaci6n •.• ninguna otra corporaci6n civil 
podrá tener en propiedad o administrar por sí bie-. 
nes raíces o capitales impuestos sobre ellos, con -
la única excepci6n de los edificios destinados·. inme­
diata y directamente al objeto de la instituci~". 

El alcance de las dos fracciones, en - -
realidad, se determina por la excepci6n que la Ólti'. 
ma de ellas designa en estos términos: "Los Esta= 
dos, el Distrito Federal \o misnia ·q"Ue los munici-·­
pi.os de toda . .la" República, ·:tendr.án plena ~capacidad 
par.a adquirir y .Poseer todos· los '.bi~nes raíces hece 
sarios para·. lós ··servicios ·.públicos" .• · · · 
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De esta excepci.6n se desprende que el + 
término de corporaci6n civil que emplea la fracci6n 
VI, abarca en real i.dad a todas las instituciones, -­
cualquiera que sea la forma de su organi.zaci6n, -
que tenga una personalidad jurídica otorgada por la 
Ley. 

Final mente, el C6digo Civil hace refe- -
rencia a los establecimientos públicos, considerados 
con esta denominaci6n, en los siguientes preceptos: 

"Art. 1329. La herencia o legado que -
deja a un establecimiento público, imponiéndole al­
gún gravamen o bajo alguna condici6n, s6lo serán -
válidas si el Gobiemo las aprueba". 

"Art. 1668. Las personas moral es ca­
paces de adquirir pueden, por conducto de sus re-­
presentantes legítimos aceptar o repydiar herencias; 
pero tratándose de corporaciones de carácter oficial 
o de instituciones de beneficencia Privada, no pue­
den repudiar la herencia, las primeras sin aproba-­
ci6n judicial, y las segundas sin sujetarse a las di~ 
posiciones relativas de la Ley de Beneficencia Pri­
vada. Los establecimientos públicos no pueden acep. 
tar ni r.epudiar herencias, sin ap robaci6n de la auto 
ridad administrativa superior de quien dependen" • 
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En este precepto aparecen las corporacio 
nes oficiales como distintas de los establecimientos 
públicos, apareciendo confirmar la idea que expusi­
mos al hacer el comentario del art(culo 25 del C6-
digo Civil. 

"art. 2935. Tienen derecho de pedir la 
hipoteca necesaria para seguridad de sus créditos .• 
V. El Estado los pueblos y los establecimientos pú_ 
blicos) sobre los bienes de sus administradores, pa 
raasegurar las rentas de sus respectivos cargos". 

Además de los bienes que constituyen el 
Patrimonio de los ~stablecimientos públicos, las l~ 
yes que los establecimientos les otorgan determina­
dos recursos financieros para su sostenimiento total 
o por lo menos para la ayuda de ese sostenimiento. 

Por lo regular, el presupuesto de los es 
tablecimientos públicos, se encuentra separado del= 
presupuesto general de la administraci6n. 

Existen casos en que el establecimiento 
público presta servicios reriumerados, y en tal caso 
puede llegarse hasta la separaci6n completa del pr.!: 
supuesto especial del establecimiento del presupue~ 
to general del Estado, constituyendo entonces el p~ 
supuesto inicial, que consiste en que el estableci- -
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miento cubra sus gastos con sus propios ingresos. 

Cuando el servicio no es renumerado o­
cuando los ingresos son insuficientes entonces el -­
presupuesto del establecimiento público se completa 
con las subvenciones que el Estado otorga, lo cual -
da lugar a que el propio Estado se reserve ciert~s 
facultades para vigilar la distribuci6n de los fondos 
. con que auxilia el establecimiento de que se trata. 

Respecto al régimen patrimonial y finan 
ciero de los establecimiento póbli.cos, el Decreto :: 
de 13 de Marzo de 1959, publicado en el Diario Ofi 
cial de 31 del mismo mes y como una aplicaci6n de 
la Ley de 30 de Diciembre de 1974,, crea una .Junta 
de Gobiemo de los Organismos y Empresas de Esta 
do, dependientes de la Secretaría del Patrimonio .= 
Nacional, integrada por cuatro miembros pennanen­
tes que son: Los Secretarios del Patrimonio Nacio­
nal que fungirá como Presidente, y de Hacienda y -
Crédito Público, el Subsecretario del Patrimonio y 
el Director General de la Nacional Financiera y 18 
altemos que serán los secretarios y jefes de Depar 
tamentos de Estado, y los directores de Petr61eos -
Mexicanos y del Banco de M6xico que serán citados 
cuando se traten asuntos relacionados con empresas 
cuyas funcicnes sean conexas con las de las depen­
dencias a su cargo. Se señalan a la Junta de Go-­
biemo, entre otras, las siguientes funciones: pro-­
yectar lás normas para el control, para la organiza 
ci6n y operaci6n y para la autoridad de los organis 
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mos descentralizados y Empresas de Participación -
Estatal; emitir opinión sobre los programas genera· 
les de actividades y sobre los aspectos financi.eros­
de dichos programas, as( como sobre los presupues 
tos peri6dicos de gastos y costas de operaci6n de = 
dichos organismos y empresas; proponer al Ejecu­
tivo Federal y con su autori.zaci6n promover la su­
presi.6n, di.soluci6n o liqui.daci6n de los organismos 
o empresas, el rescate de los recursos o bienes -
patrimoniales que ellas manejen o administren o el 
traspaso o venta de las participaciones que dentro -
de su capital represente el Gobiemo Federal cuan­
do haya desaparecido, la funci.6n de interés general 
que tengan encomendada o no la desempeñen adecua 
damente, cuando hayan cumpl i.do las final i.dades de -
promoci.6n del desarrollo econ6mico que dieron lu-­
gar a su creaci.6n; cuando sin perjuicio del interés 
general sus actividades pueden ser desempeñadas 1.f. 
citamente por empresas privadas o cuando sus fun -
cienes puedan ser realizadas mejor o más econ6mi 
camente por algún otro organismo o empresa crea= 
do o por crear (arts. 1,2,3, y 5). Quedan. excluf. 
das de las disposiciones de control que el decreto -
establece las instituciones de crédito y seguros por 
estar sometidos a la vigilancia de las Comisiones 
Nacionales Bancaria y de Seguro respectivamente -
(art. 5, Fracción 11 y 9) ( 47). 

(47) Fraga, Gabino, Ob. Cit. pp. 223 a 226. 
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La unidad que constituyen, pues la auto­
nomía, la personalidad jurídica propia y el patrim~ 
nio, es lo que se conoce con el nombre de Institu­
ción Descentralizada: y como ha quedado expuesto 
en líneas anteriores, hablar de autonomía en tratán 
dose de estas instituciones no significa de ninguna­
manera que nos estemos refiriendo a ninguna entí-­
dad pol (ti.ca y jurídica distinta radicalmente del Es­
tado, o a un Estado dentro de otro, sino que se -­
conservan entre la admini.straci.6n central y la des­
centralizada un conjunto de vínculos que se conocen 
con el hombre de "control y vigilancia", como ya -
lo dejamos expuesto, o sea, que en tanto que en la 
Administraci6n Central encontramos una relaci6n de 
jerarquía entre sus diversos 6rganos, entre dicha -
administraci6n y Ja descentralizada, la relaci6n . je­
rárquica queda·· totalmente destruída, quedando en 
su lugar un tipo nuevo y distinto de relaci6n, que -
es, precisamente la de control y vigilancia por otra 
parte del Ejecutivo Federal, respecto de las Instit~ 
ciones Descentralizadas, lo que justifica en una bu~ 
na medida en nombre de la Ley que regula dichas -
relaciones y que con anterioridad hemos citado, a -
saber: Ley para el Control. por parte del Gobiemo 
Federal, de los Organismos Descentralizados y Em 
presas de :Part'icipaci6n Estatal. Sin embargo, ;...·':° 
bien vale la pena destacar una crítica a dicha den<?_ 
minaci6n: La Ley confunde, inexplicablemente, el -
concepto Gobiemo y el concepto Ejecutivo. El pri­
mero denota una acci6n de dirigir en la totalidad -
los ámbitos del Estado, es decir, al conjunto de a~ 
cienes real izadas por el Poder Legislativo,. por el 
Poder Ejecutivo y por el Poder Judicial, con el pr~ 
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p6sito de dirigir los destinos del Estado. El Poder 
Ejecutivo, como se puede ver claramente, es s6lo 
un 6rgano o poder del Gobierno, con tareas especí­
ficas denominadas funciones, si bien atemperamenta 
les (48); pero que lo singularizan respecto de las = 
tareas o funciones de los demás poderes. 

En lo que se refiere a la personalidad -
jurídica, s61o nos resta insistir que, el Poder Le­
gislativo es el único con facultades constitucionales 
para crear personas jur(dicas de derecho públi.co y 
no el Poder Ejecutivo, qui.en s61o ti.ene la facultad 
y la obl i.gaci6n de concretar la di.sposici6n legi.slati 
va en el ámbito administrativo, como sostiene Kel= 
sen (49), proveyendo a su exacta observancia, aun­
que clara, ti.ene la posi.bil'idad constitucional de in­
tervenir en el proceso legislativo, tanto presentando 
ante este iniciativas de Ley, cuanto sancionando o -
yetando la aprobacl6r.i de la Ley, hecha por el Po-­
der Legislativo, es decir, que en realidad no nece­
sita el Poder Legislativo para dar facultades al Ej;: 
cutivo, que no le corresponden por la propia natur~ 
leza de sus funciones, so pretexto del principio de 
temperamentos, como tampoco necesita el Ejecutivo 
de transgredir las disposiciones constitucionales pa-

(48) lbidem. p. 

(49) Kelsen, H. Teoría General del Estado, p. 271 
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ra crear, sopretexto del invocado princ1p10 de tem- · 
peramentos, Instituciones Descentralizadas. Ahora, 
si el Ejecutivo desea seguir con la misma l (nea de 
conducta que hasta ahora, puede presentar al Con-­
greso una iniciativa de reforma Constitucional, que 
evidenciaría, solamente la realidad pol'Ítica de cen-
tralismo que caracteriza a los Últimos regímenes - • · 
ejecutivos que ha tenido el pa(s. 

En lo que se refiere al Patrimonio, nos 
parece muy acertada la posici6n del Ejecutivo, de -
vigilar el manejo de los fcndos públicos, a pesar -
de lo cual se dan situaciones il (citas bastante lamen 
tables, pero en menor proporci6n quizás, que en = 
otra época, 

A MANERA DE APENDICE.- Tal como 
lo dejamos advertido al principio de este capítulo, -
la descentral izacié5n por regi6n lo mismo que la des 
centralizaci6n por colaboraci6n va a ser ahora ex-= 
puesta, aclarando que de manera muy suscinta, 
pues no es el prop6sito del. presente trabajo resol 

·ver los problemas jurídicos que plantean, sino tan:: 
s6lo fijar nuestra atenci6n, de manera preponderan 
te en la descentralizaci6n por servicio. -

Según sostienen la mayoría de los auto -
res (50), la descentralizaci6n por regi6n también e_? 
(50) Acosta Romero Miguel. Fraga, Gabino, Ob, - ....; · 

Cit. Serra Rojas, Ob. Cit. etc. 
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nocida por descentral izaci6n pal (ti.ca, responde al -. · 
principio invocado por Fraga (51 ), de democratiza­
ción del pueblo y, a una intención de autogestión y 
autosati.sfacci.ón de sus necesidades municipales, pa 
ra lograr de esta manera un equilibrio político, f.i-: 
nanciero y econ6mico del pa(s, El artículo 115 Co12.s 
titucional establece que "Los Estados Federados - -
adoptarán, para su régimen interior, la forma de -
Gobierno republicano, representativo, popular, te- -
niendo como base de su divisi6n territorial y de su 
organización política y Administrativa, El, Municipio 
Libre conforme a las bas_es siguientes":. 

Para que los Municipios cumplan con los 
propósitos señalados con anterioridad y que son a -
los que hace referencia el Maestro .Fraga, la pro­
pia Constitución establece en el artículo anteriormen 
te señalado, que cada municipio manejará libremen­
te su hacienda y que tendrá personalidad jurídica = 
propia. La realidad histórica es que no tiene ha-­
ciencia propia, pues los impuestos municipales no -
logran cubrir las necesidades que tienen pues sobre 
sus causantes gravitan además impuestos concurren 
tes, tales como los de carácter federal y los de -
carácter estatal, es, en otros términos, imposible 
la autosatisfacci6n de la necesidad municipal • 

Respecto a la participación democrática, 

(51) Fraga, G. Ob. Ci.t. 
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hay bien poco que decir, puesto que la abstenci6n -
en el sufragio que en Últimas campañas electorales 
se ha señal'ado pa;r..tfoularmente, es· ·de taFdimet1'si6n · 
que de ninguna manera se puede decir que el pueblo 
participe en la vida política del municipio, ni en la 
actividad electoral, ni en la gesti6n pública. 

Refir.'árnonos a la Descentralizaci6n por­
colaboraci6n. Esta forma de Oescentrali.zaci6n tie­
ne diversos matices, que van desde los organismos 
que por disposici.6n legal deben ccnstituir los parti­
culares y que son 6rganos consultores del gobierno, 
como las Cámaras de Industria y de Comercio, has 
ta aquéllas organizaciones privadas que desahogan = 
en cierta manera y medida las obligaciones del Po­
der PClbltco,. de proporcionar servicios que constitu 

. \ -
cionalmente le corresponden pero que pueden ser -
delegados o ·concesi.onados, si se qui e re usar este -
lenguaje, tales como las instituciones educativas in 
corporadas a los sistemas jurídicamente regulados -
por el Estado. Una Asociaci6n Civil puede, si así 
lo establecen sus estatutos, cuando la Ley no pre-­
venga nada ser un 6rgano descentralizado por cola­
boraci6n, lo cual será únicamente por voluntad de -
los particulares que la integran. Otro problema se 
rá, en el orden práctico,· que el Gobiemo del Esta 
do haga uso de su colaboraci6n y buena voluntad. 

Como se puede apreciar, estas formas -
de Descentral izaci6n no son precisamente las que -
revisten mayor importancia en el presente trabajo, 
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pues por un lado no es de Derecho Político y por -
otro lado, tampoco lo es de Derecho de la Adminis 
traci.6n Educativa. 

CRITICA DE AGOSTA ROMERO. 

Por su parte, Miguel Acosta Romero 
(52), considera que es muy lamentable que los más 
importantes autores de Derecho Administrativo habi 
dos en México, refiérese fundamentalmente a Gabi= 
no Fraga y Andrés Serra Rojas se hayan inclinado 
tan demasiado en serio por la Doctrina Francesa de 
la Descent ral izaci6n sin detenerse a anal izar a fon­
do el problema que entraña, pues considerar que la 
Descentralización Administrativa admite una clasifi­
caci6n en "por Regi611, por servicio y por colabora 
ci6n" (53), es no fijarse en la realidad de la natura 
leza de tales Instituciones. 

En efecto, sostiene, la Descentralizaci6n 
por regi6n se encuentra constitucionalmente regulada 
en el artículo 115 de nuestra Carta Magna, disposi­
ci.6n de la que se percibe claramente los matices t( 
pi.camente políticos, es decir, que cuando el mencio 
nado artículo establece que la organización de los -: 
Estados que integran la Federación Mexicana, ten--

(52) Acosta Romero, Miguel. 

(58) Fraga,Gabino. Ob. Cit., pp. 
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drá como base al Municipio Libre, expresi6n de la 
mínima organizaci6n territorial, política y adminis­
trativa y, como admite expresamente el Maestro Ga 
bino Fraga, esto es una actitud por lograr una ver 
dadera participaci6n democrática del pueblo de la = 
municipalidad, es evidente que se trata de una orga 
nizaci6n fundamental política tal como lo sostenemos 
en líneas anteriores siguientes en esto a Acosta Ro 
mero, pues efectivamente, no se percibe más de ..:= 
una descentratizaci6n pol (tica de carácter territorial 
y muy remotamente de carácter administrativo .. Ade 
más como en líneas precedentes lo: hemos sosteni= 
do, en la realidad práctica, no puede funcionar el -
municipio mientras subsista una fuerza centralista 
el Poder Pol (tico y del Poder Administrativo en - -
nuestro país, que cmtraría flagrantemente las dive_: 
sas disposiciones constitucionales que sobre la mate 
ria se encuentran consagradas en la Constituci6n y-; 
por lo tanto, pese a la declaraci6n del mencionado 
artículo 115 Constitucional y pese a la Doctrina -­
imperante en nuestro medio, la Descentralizaci6n -
por regi6n no corresponde a la realidad, es decir, 
que la Ley por Suprema que sea y la Doctrina no -
le otorgan su naturaleza a los fen6menos sociales y 
políticos que se dan en la realidad, o en otros tér­
minos, la realidad social es la que determina ·la n~ 
turaleza de las Instituciones reales, las que no sie_m 
pre corresponden al menos en nuestro medio al or­
den jurídico y que sin embargo son sostenidas por 
el Poder Pol (tico y Público más importante del 
País, aún cuando ello signifique un ataque grave al 
orden constitucional. 
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El Municipio e~ una forma de organi.za­
ci6n pol (ti.ca del Estado F'ederal Mexicano; pero no 
una forma Descentralizada de la Organizaci.6n Admi 
nistrativa del mismo. 

Por lo que hace a la Descentralizaci6n -
por colaboraci6n, el propio Acosta Romero se pro­
nuncia en centra de considerarla· con tal naturaleza, 
pues ··.'.estima y con raz6n, que es falso que los -
particulares puedan, en un momento dado y por pro 
pia ini.ciati~a, desempeñar funciones públicas emi.néñ 
temente, pues éstas son de carácter general y en = 
beneficio de la colectividad, con base en un princi­
pio temporal de oportunidad, las organizaciones pri 
vadas como las Cámaras de Industria y del Comer= 
cio no son constituidas tanto por la voluntad de los 
particulares llamados .Industriales y Comerciales, -
como por disposici.6n especrfi.ca de la Ley y por - -
otra parte, no son organismos que realizan una fun 
ci6n públ i.ca en beneficio general, sino que se consti. 
tuyen en beneficios sectorial de industriales y co- -
merciantes y, por lo que se refiere al sentido de -
consultorios del Gobierno del Estado, es falso que 
cumplan con dicho sentido de su actuaci6n pues la -
realidad de las cosas demuestra claramente que sus 
opiniones no pueden ser contrarias a los i.ntereses­
de sus ~ectores, menos aún en nuestros días en - -
que el Estado refiérome a todos los Estados del - -
Mundo y fundamental mente al Mexicano ti.ende de -­
manera cada vez más clara a un mayor i.ntervenci~ 
na1 ismo de Estado no, de cuando no, de plano a una 
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franca· sociali.zaci.6n; recuérdese la tendencia colectt< 
vfsta/. actual:· de .matéri.a agraria, el sentido real 
del artículo 123 Consti.tuci.onal, etc. la que por pr~ 
pi.a naturaleza es contraria a los intereses priva- -
dos. 

De lo anterior nos percatamos claramen 
te. que, la llamada descentrali.zaci6n por colabora-= 
ci6n no ti.ene tal naturaleza admi.ni.strativa y sí, por 
el contrario, son organi.zaci.ones de carácter priva­
do que mañosamente pretenden colaborar con el Go­
bierno del Estado, con el fi.n de controlar en cierta 
medida las di.sposi.ciones gubernamentales que pue-­
dan lesionar los intereses sectoriales que constitu­
yen su verdadera esencia. 

Como se puede ver, de lo anterior es -
clara la conclusi6n de que la descentral izaci.6n en -
México Clnicamente se refiere a la denominada~ 
servicio y no otra, pese a contenido de las di.sposi 
ciones que las regulan y a la opi.ni6n de los doctri= 
narios que siguen en México la doctrina francesa, -
que es inoperante en nuestro medio. 
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REGIMEN JURIDICO LABORAL DEL SECTOR PARA 
ESTATAL. 
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C A P 1 T U L O 111 
REGIMEN JURIDICO LABORAL DEL SECTOR PARA 
ESTATAL. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 

El Régimen Jurídico-laboral a nivel cons 
titucional, para los trabajadores de los Organismos 
Descentralizados ha sido objeto de permanentes discu 
siones, promovidas seguramente por cont.radtccio-= 
nes del artículo 123 Constitucional en sus dos apar 
tados, de manera expresa o de manera implícita. -

Se ha venido sosteniendo que las relaci~ 
nes laborales que se den entre los Organismos De~ 
central izados y sus trabajadores, deben ser regula­
das por el apartado "A" del mencionado artfoulo 
123, toda vez que, tanto désde el punto de vista del 
Derecho Administrativo, que encuentra la única re­
ferencia a dicha forma de Descentralización por Ser 
vicio en la Fracci6n XXXI de dicha disposición cons 
titucional, pretendiendo la mayoría de los estudio-:: 
sos de esta disciplina, ver en tal precepto el funda 
mento constitucional de la Descentralización mencio 
nada y de manera indirecta e implíclta en otras dis 
posiciones, como la referencia expresa también, de 
que la aplicación "de las leyes de trabajo, .. es de 
la competencia exclusiva de las autoridades federa­
les en asuntos relativos a. . • empresas que sean a;:!_ 
ministrativas en forma directa o descentralizada por 
el Gobierno Federal"; sin embargo, hay una corrien 
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te de opini6n muy importante que sostiene que, el -
apartado "B" dél artículo que nos ocupa debe ser el 
punto de apoyo de las relaciones que se establecen, 
en materia laboral, entre los Organismos Descentra 
lizados y sus trabajadores, pues el artículo 123 es 
tablece categ6ricamente: "El Congreso de la Uni6n;­
sin contravenir a las bases siguientes, deberá expe 
dir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: B. -
Entre los Poderes de la Uni6n, los Gobiernos del -
Distrito ·y de los Territorios Federales y sus traba 
jadores". 

Ahora bien, los sostenedores de la últi­
ma opini6n,siguen argumentando: dado que los Pode 
res de la Uni6n son el Legislativo, el Ejecutivo y -
el Judicial, resulta claro que los Organismos Des­
centralizados no son seres jurídicos independientes 
del Gobiemo del Estado, antes bien, forman parte 
dél Poder Ejecutivo ya que a éste se le ha desmem 
bracio una serie de funciones muy específicas y téc 
ntcamente significadas, para encomendarlas a Orga­
nismos Descentralizados di rectamente dependientes 
y controlados por el propio Ejecutivo, o sea, que -
se puede demostrar desde el punto de vista formal 
y material, siguen argumentando, la naturaleza ad­
ministrativa de dichos organismos y en consecuen-­
cia, la legitimidad de que sea el apartado "B" del 
art(culo 123,. el que :regule las r.elaciohes laborales 
que ahor.a nos ocupan. 
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Ha quedado planteado el problema jur(di 
ca-laboral de manera muy clara y precisa, respec= 
to de los dos argumentos que pretenden establecer 
el fundamento constitucional para regular las rela-­
ciones laborales entre el Sector Paraestatal y sus 
trabajadores, y que al mismo tiempo son alternati­
vas. 

Antes de pronunciarse en favor de cual­
quiera de las dos posiciones, será necesario segu­
ramente, profundizar más sobre cada una de ellas. 

APARTADO "A" DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIO 
NAL. 

Si por un lado se sostiene que hay dis­
posición expresa en el artículo 123, apartado "A", 
Fracci6n XXXI, en el sentido de que los trabajado­
res, de los organismos descentralizados deberán ser 
regulados por ese apartado del 123 y su Ley regla­
mentaria, correspondiendo a las autoridades Feder~ 
les del trabajo el conocimiento de los conflictos que 
con motivo de la aplicación de ese ámbito del Der~ 
cho de trabajo se sostienen, por otro". lado, es nec::: 
sario considerar que las instituciones descentraliza 
das son verdaderas unidades econ6micas con las ca 
racter(sticas de las empresas privadas, que obtie-= 
nen lucro, etc., lo que ha llevado a afirmar al Dr.. 
Trueba Urbina que: "En las empresas estatales de­
naturaleza burgueza, la Administración Pública eje_!: 
ce fL~nciones de lucro como cualquier empresa pri-
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vada. . . También las empresas de Estado son unida 
des de explotaci6n capitalista, por lo que en ellas= 
debe aplicarse el artículo 128 y la Ley Federal del 
Trabajo con profundo sentido social" (54), que es la 
Ley reglamentaria del apartado "A" del referido ar 
tfoulo constitucional. 

A mayor abundamiento, el hecho de que 
las utilidades que obtienen este tipo de empresas de 
Estado, sigue sosteniendo nuestro autor, "se desti­
nen al mejoramiento de los servicios públicos" de -
igual manera que "los ingresos por impuestos o por 
cualquiera otra fuente, se emplean en obligaciones­
de carácter social, como por éjemplo las aportaci~ 
nes de cuotas al. Instituto Mexicano del Seguro So­
cial, para destinarlas al funcionamiento de los ser­
vicios sociales,· pensiones y demás actividades que 
real iza la Instituci6n, . en funci6n de hacer extensiva 
algún d(a la seguridad social a la colectividad, a to 
dos los hombres, especialmente a los econ6micamen 
te débiles" (55), no se sigue, de ninguna manera, = 
que no sean dichas empresas de Estado, de lucro, 
en el idéntico sentido de las privada?,pues la única 
diferencia que tienen, es el destino de lo lucrado o 
en otros términos de las consideraciones anterio- -

(54) Trueba Urbina, Alberto .. Nuevo Derecho Admi­
nistrativo del Trabajo, p. 47. 

(55) Idem. 
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res no se sigue que las empresas de Estado no 
sean de explotaci6n capitalista, puesto que los regí 
menes técnicos administrativos de organizaci6n in-= 
tema de dichas empresas, son exactamente los mis 
mos de las empresas privada~,asr como los de tra­
to a los trabajadores, de tal suerte que, es neces~ 
río que los trabajadores se organicen y lUchen por 
sus mejores labores, lo que nos explica los logros 
que ellos van obteniendo. Quizá resulte necesario 
hacer una mayor explotaci6n, son dos cosas bien -
distintas, aquéllas que se refieren a la relaci6n de 
los trabajadores con las empresas del Estado, sean 

i Descentralizadas o de Participaci6n Estatal y otras, 
í 
' ~quéllás que· se refieren al destino de los recur-

sos obtenidos mediante la explotaci6n del trabajador 
lo que demuestra que efectivamente dichas empresas 
son unidades . econ6mi6as de explotaci6n, unidades 
burguesas de corte capitalista, pues, si no fuera -
asr, es decir, sino fueran de explotaci6n no habr(an 
ingresos y, si no hubieran ingresos, no podr(an dar 
les a estos una explicaci6n social, lo que en otros­
términos significa: Que el Estado a través de la - -
empresas suyas 'hacen descansar sobre las espaldas 
del trabajador servidor público las gestiones socia­
les de beneficio colectivo y no puede ser de otra -
manera, puesto que dichas empresas realizan fun-­
ciones de servicio público que en principio corres­
ponde al Poder Ejecutivo., 

Ahora bien, parece que la argumentaci6n 
anterior es válida únicamente para las emp'resas del 
Estado que realizan actividades exclusivamente eco~ 
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n6micas o a aquéllas cuyas actividades requieren la 
obtenci6n de recursos a la manera capitalista, si.n 
otra cuesti.6n que considerar en la re1aci6n de traba 
jo. Es válida también en lo que se refiere a i.nsti 
tuci.ones cuya finalidad es la enseñanza, tales como 
las Universidades Autonómas de nuestro País, que­
son instituciones también. descentralizadas, por cu~ 
to que los trabajadores y profesores, investigado- -
res, etc. , colaboran todos en la formación de nue­
vos elementos profesionales a diversos niveles, cu­
yo destino es su integraci6n en la maquinaria capi­
talista de explotación y de esa manera, aún cuando 
de manera indirecta, se les explota también a todas 
aquéllas persmas que constituyen la planta del per _ 
sonal activo de las Universidades. 

Caracterizada como ha quedado la fun- -
ci6n que desarrollan las empresas del Estado, sean 
instituciones descentralizadas o empresas de Parti­
cipaci.6n Estatal y otras, as( como su verdadera na 
turaleza econ6mica, resulta claro, para el Maestro 
Trueba U rbina, que con apoyo en la Fracci.6n XXXI 
del apartado "A" del artículo 123, que las relacio­
nes jurídico. laborales que se dan entre los trabaj!! 
dores y las Instituciones a las que nos hemos veni­
do refiriendo, deben ser reguladas por la Ley Fede 
ral del Trabajo y ventiladas por las autoridades fe­
derales del trabajo. 



62 

APARTADO "B" DEL ARTICULO 123 CONSTITUCIO 
NAL. 

Por lo que se refiere a la posici.6n con­
traria, que sostiene la apli.caci6n del apartado "8" 
del propio artículo 123 Consti.tuci.onal, será necesa­
rio que hagamos la sigui.ente reseña de ·-argumenta­
ciones: 

El Poder PÚbl ico se encuentra di.vi.di.do, 
por disposiciones constitucionales, como 1o hemos de· 
jado expuesto con anterioridad en los dos capítulo; 
precedentes, en legislativo, ejecutivo y judicial, -­
conservando cada uno de los poderes absoluta uni.- -
dad, lo que garantiza por otro lado una continuidad 
en el desarrollo de sus fUnciones y una congruencia 
en sus actuaciones y decisiones, evitándose de esta 
manera el caos dentro de cada uno de los menciona 
dos poderes y dentro de la organi.zaci6n total del po 
der de mando del Estado y con ello, evitándose·tam 
bién el desorden y el caos en la vida total del País. 

En virtud de lo anterior, el Poder Ejecu 
tivo, se integra por Secretar'as, Departamentos de 
Estado y por Instituciones Descentralizadas, Empre 
sas de Estado y otras formas de la organizaci.6n co 
lectar del E9ecutivo, es decir, que el Ejecutivo se 
integra por un Sector Estatal o Central y por un -
Sector Paraestatal o Descentralizado, sin que ello 
presuponga una desvinculaci6n real, antes bi.en, pre­
supone una unidad del Poder Ejecutivo estructurado· 
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de tal manera que puede ser agil en el desempeño 
de sus funciones de servicio público, a través del -
Sector Central o del Descentralizado. 

Por lo 'que se refiere a los trabajadores, 
todas aquéllas personas que prestan sus servicios -
al Poder Público son servidores públi.c~s, siendo -
que los trabajadores pueden prestar sus servicios -
directamente al Ejecutivo o a Empresas o Institucio 
nes Oescentral izadas, si.n que esto si.gni.fi.que que és 
tas rompan el principio de unidad que hemos men-­
ci.onado, lo ·que qui.ere decir que los trabajadores -:­
como servidores públicos se encuentran ·caltficaci.6n 
con la misma denomi.naci.6n que todos los demás tra 
bajadores al servicio del Estado. 

De lo anterior inferimos que no es posi:­
ble por ·:':.In principio elemental de congruencia l6gica, 
dar un tratamiento diferente a trabajadores al Ser­
vicio del Estado, por el s6lo pretexto de que unos 
son serv1c1os públ i.cos di. rectos en cuanto prestan -
sus servi.ci.os de manera directa e inmediata ante -
cualquiera de los Poderes de la Uni6n y otros, en 
cambio, los prestan de manera mediante e indirec­
ta a través de organismos e Instituciones Descentr!: 
l izadas que, no obstante corresponden al Sector Ofi. 
ci.al del Ejecutivo de la Federaci.6n . 

Siendo que el apartado "B" del artículo 
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123 establece disposiciones generales que regulan -
las relaciones de trabajo entre el Estado y sus se!:. 
vidores y los trabajadores de las Instituciones Des­
centralizadas lo son también, no pueden éstos ser 
regidos por el apartado "A", lo que se viene a re­
forzar si consideramos que la Ley Federal de los -
Trabajadores al Servicio del Estado es la reglamen 
taria del apartado mencionado y ésta contempla la= 
situaci6n de los referidos trabajadores aunque de -
manera precaria y, sobre todo, encuentra mayor fir 
meza este criterio, si junto con esta legislaci6n co~ 
si.deramos a la Ley del Instituto de Seguridad y S~ 
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado que 
en su artículo 1 establece categ6ricamente que: "se 
aplicará: b) a los trabajadores de los organismos -
públicos que por Ley o acuerdo de Ejecutivo Fede­
ral sean incorporados a su régimen" . 

Por otro lado, es costumbre, con funda_ 
mento en las consideraciones anteriormente expues­
tas, que el Poder Ejecutivo al crear por Derecho, 
el Legislativo por una Ley, un Organismo Descen-­
tral izado o una Empresa de Participaci.6n Estatal o 
cualquiera otra forma de actividad Paraestatal, es­
tablece de manera expresa que se habrán de regu-­
lar en sus relaciones laborales por el apartado "B" 
del artículo 123 Constitucional y que en lo que se -
refiere al régimen de Seguridad Social. se encon-­
trarán incorporados, con Fundamento en lo estableci 
do por el mismo apartado y por su Ley reglament~ 
ria, al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadcres al Servicio del Estado. 
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NUESTRA OPINION. 

En nuestra modesta opini6n, considera-­
mes que tiene razón el Dr. Trueba Urbina, indepe~ 
dientemente de que aceptemos o no en su totalidad 
la serie de razonamientos que presenta en este pr~ 
blema, pues la verdad de las cosas es que la Cons 
titución es expresa, y perfectamente bien clara en -
la Fracción XXXI, del apartado "A" del artículo - -

1 23 y que la interpretación que se hace con el obje­
to de llevar este problema hasta los terrenos del -
apartado·"B" es sumamente artificiosa y que, por lo 
tanto, en los textos constituciones relativos a la ~ 
teria del trabajo, no existe ninguna incongruencia -
ni contradicciones como se puede pensar de la le.=_ 
tura del planteamiento del problema al principio de 
este Capítulo, pues tales contradicciones s6lo han -
aparecido como consecuencia de los referidos artif.i 
cios de interpretación, es decir, que son contradic­
ciones, si las hay, también artificiosas y consecuen 
temente sin ningún sentido ni valor. 

Quienes han venido sosteniendo la posi-­
ción que pretende la supremacía del apartado "B", 
s6lo quieren congraciarse con el Ejecutivo, pues -­
como ya lo expusimos, sólo él tiene la costumbre 
de crear, fuera de todo cauce legal, Organismos -
Descentralizados y dotarlos de un régimen jurídico 
fuera de toda facultad constitucional, facultad que -
contraría el texto de la Constituci6n. Además, el 
régimen Jurídico, se encuentra perfectamente pre-­
visto por el Ordenamiento de nuestra Carga Magna. 
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Ahora que estamos ciertos de cuál es el 
régimen jurídico de dichos Organismos Descentral i­
zados en sus relaciones con sus trabajadores, será 
necesario que veamos, eso sí, con absoluta convic­
ci6n, c6mo deben entenderse los principios de la -
Teoría Integral del Dr. Trueba Urbi.na, dentro de -
este régimen jurídico de los trabajadores del Sec-­
tor Paraestatal • 

TEORIA INTEGRAL DEL TRABAJO. El Dr. True 
ba Urbina resume su pensamiento de la sigui.ente -
manera: "La Teoría Integral divulga el contenido del 
Artículo 123, cuya g randicida insuperda hasta hoy -
idéntifica al Derecho ·del Trabajo con el derecho so 
cial, siendo el primero parte de éste. En conse-= 
cuencia, nuestro derecho del trabajo no es derecho 
público ni derecho privado. 

"Nuestro Derecho del Trabajo, a partir 
del primero de mayo de 1917, es el estatuto prote~ 
ci.oni.sta y rei.vindicador del trabajador; no por fuer:_ 
za expansiva, si.no por mandato constitucional que -
comprende.~ a los obreros,jc,)maleros,empleados, do 
mésti.cos, artesanos, bur6cratas, agentes comercia­
les, médicos, abogados, artistas, deportistas, tore 
ros, técnicos, ingenieros, etc., a todo aquél que :­
preste un servicio personal a otro mediante una re 
muneración. Abarca a toda clase de trabajadores, 
a los llamados subordinados o dependientes y a los 
aut6nomos. Los contratos de prestación de ser'\li.-­
cios del C6digo Civi.l, así como las relaciones per-
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sonales entre factores dependientes, comisionistas -
y comitentes, etc., del C6digo de Comercio son -­
contratos de Trabajo. La nueva Ley Federal del -
Trabajo reglamenta actividades laborales de las que 
no se ocupaba la Ley anterior. 

"El Derecho Mexicano del Trabajo contie 
ne normas no s6lo proteccionistas de los trabajado 
res, sino reinvindicatorias que tiene por objeto que 
éstos recuperen la plusval(a con los bienes de la -
producci6n que previenen del régimen de explotaci6n 
capitalista. 

"Tanto en las relaciones laborales como 
en el campo del proceso laboral, las leyes de tra­
bajo deben proteger y tutelar a los trabajadores 
frente a sus explotadores, así corno las Juntas de -
Conciliaci6n y Arbitraje, de la misma manera que 
el Poder Judicial Federal están obligados a suplir 
las quejas deficientes de los trabajadores(art. 107, 
fracci6n JI, de la Constituci6n). También el proce 
so laboral debe ser instrumento de reivindicaci6n :-

. de la clase obrera. 

"Como los poderes políticos son inefica­
ces para realizar la rei.vindicaci6n de los derechos 
del proletariado, en ejercicio del artículo 123 de la 
Constituci6n social que consagra para la clase obre 
ra el derecho de la revolución proletaria podrán --= 

1 ' 
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cambiarse las estructuras econ6micas, suprimiendo 
el régimen de explotaci6n del hombre por el hom- -
bre. 

"La Teor(a Integral, es en forma, en su 
ma, no s6lo la explicací6n de las relaciones socia= 
les del artículo 123, precepto revolucionario y de -
sus leyes reglamentarias producto de la democracia 
capitalista, sino fuerza dialéctica para la transforma 
ci6n. dé las estructuras econ6micas y sociales, ha 
ciendo vivas y d·inámicas las normas fundamentales 
del trabajo y de la previsi6n social" (56). 

Cabe aclarar que la base de la Teorfa -
Integral se encuentra en dos elementos del materia 
lismo hist6rico y son los sigui.entes: a) la convic- = 
ci6n de que la evoluci6n hist6rica del hombre se d~ 
be a una permanente lucha de clases, en virtud de­
la cual los poderes capitaHstas en nuestros días -
oprimen y explotan a los débiles proletarios, quie­
nes en un esfuerzo supremo de justicia y justicia -
social tendrán que acabar con los opresores, b) la 
noción de plusvalía que como todos sabemos, consis 
te en el apoderamiento ilícito e inmoral del produc 
to del trabajo del proletariado, con lo que enrique­
cen más los capitalistas y se produce una asocia- -
ción cada vez más mayor entre las clases, lo que 
produce que cada d(a sea menos los ricos y más -­
(56) Trueba Urbina, A. Nuevo Derecho del Trabajo, 

pp. 223 y 224. 
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los pauperizados. 

La condición para que la Teoría Integral 
se comprenda debidamente, es la conciencia de la -
clase, es decir, que los trabajadores se den cuenta 
de que todos ellos no son una individualidad sino -­
que integran una clase social desposeída de la ma­
nera más inmoral pero además, de que todos juntos 
son una estupenda fuerza social capaz de producir -
cambios radicales, además, la conciencia social, -
significa que los trabajadores se den cuenta de que 
ellos en la realidad de las cosas, no son quienes -
necesitan o dependen social, econ6mica y política- -
mente- de los capitalistas, sino que es·: tódo lo con­
trario; los capitalistas necesitan de la fuerza de tra 
bajo que ellos representan o en otros términos, qüe 
los trabajadores son la raz6n del poderfo de los 
capitalistas o la plataforma donde descansa éste y -
que, en consecuencia, pueden los trabajadores pro­
ducir los cambios y los capitalistas, por mayor que 
sea su resistencia a él, tendrá que sucumbir fren­
te al ,embate de la clase proletaria. 

La Reivi.ndicaci.6n de la que habla True­
ba U rbina parte de esas bases, es decir, que si. -­
hay algo que reinvindicar el producto del trabajo 
que ha si.do robado al trabajador es porque hay 
plusval ra, la cual es propicia por la lucha de cla- -
ses que hasta ahora ha sido designada y favorable -
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al capital; sin embargo los trabajadores, en virtud 
de la conciencia de clases van logrando Jp. rejytr.i77:-: 
dicación recuperación legítima de todo aquéllo que -
les ha sido robado, mediante los instrumentos que 
el Derecho del Trabajo sustantivo y adjetivo les pr~ 
porcionaran o les reconocen como el derecho de - -
huelga o mediante la acción revolucionaria y di rec­
ta, que aún cuando el orden jurídico no se los rece 
nozca porque significa un trasto:· que a él, pierden­
ª cabo tal como sucede en la hipótesis del Dr. Tr~ 
ba Urbina, cuando se refiere a la Huelga Social o 
General. 

En virtud del profundo sentido social - -
del Derecho del Trabajo, es perfectamente explica­
ble que las autoridades laborales tengan la obliga- -
ción de ser parciales a favor del trabajador, pues 
ese es el sentido revolucionario del Derecho del -­
Trabajo consagrado en el artículo 123 Constitucio- -
nal. 

Un concepto más que nos viene a propo.!: 
cionar los elementos necesarios para comprender - . 
en su total dimensión a la Teoría Integral, es la no 
ción enajenación que también es marxista, lo que= 
se explica si partimos de la base de que, en virtud 
de la explotación del hombre por el hombre, las cla 
ses contendientes se encuentran totalmente enajena­
das, la proletaria en el trabajo subordinado que es 
infamante e indigno, y la capitalista, ·en el dinero -
que le impide ver la realidad social de su situación 
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de dependencia real respecto del trabajador que des 
precia y veja, s6lo cuando se logra la desapar.icJón 
de la. explotación humana por el hombre mismo de 

; -saparecera la h,.icha de clases y consecuentemente -
la enajenaci6n es decir, que cuando el hombre lle­
gue a eliminar todos los sistemas de presión sobre 
una clase determinada porque las clases hayan des­
apareci.d9, s6lo en ese mom·ento el hombre dejará 
de estar enajenado,estará en la posibilidad de alean 
zar la realizaci6n de todas sus necesidades materia 
les y espirituales, 

Expliquemos ahora a través de la teor(a 
integral el sentido de las instituciones y empresas 
c;fescentralizadas que, como ya lo habiamos expues­
to, son unidades econ6micas de explotación y por lo 
tanto, en su régimen jur(dico deben estar regidas -
por el apartado "A" del artículo 123, 

En efecto, el Estado nuestro, debido al 
sistema en que vivimos se transforma en su empr~ 
sario en el sentido de la empresa privada capitalis 
ta, s6lo que para ello crea personas morales de de 
recho público, a través de las cuales produce bie-= 
nes y serv1c1os, Estas empresas estatales explo- -
tan al trabajador de igual manera que lo hacen en -
las empresas privadas, no porque el Estado quiera 
efectivamente explotar al-- proletariado, sino por-­
que para obtener ganancias es condición indispensa­
ble que así sea, Por mejores que sean las presta_ 
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ciones que le de a sus trabajadores, siempre serán 
éstos explotados. Los ingresos que obtien~·. as( el 
Estado son simplemente plusvalía, s6lo que ésta es 
destinada a satisfacer necesidades colectivas de la -
poblaci6n del Estado. 

El fen6meno de la lucha de clases tam­
bién aquí se dá, pues los trabajadores por el hecho 
de estar al servicio del Estado no dejan de ser pro 
letarios y no dejan de tener conciencia de clases y, 
consecuentemente no dejan de luchar por mejores -
prestaciones cada vez, y por el otro lado, el Esta­
do, por mucho que destine sus ingresos en benefi-­
cio de la colectividad, no deja de ser patrón y no -
deja de luchar con sus trabajadores con el prop6si­
to de darles no todas las prestaciones que reclaman 
éstos, con el prop6sito de no dañar los intereses -
de la colectividad, de la cua.l evidentemente, los 
trabajadores forman parte también. 

Cada una de las prestaciones previstas -
por el derecho burocrático y cada una de las con-­
quistas de los trabajadores al servicio del Estado, 
son, sin duda alguna, auténticas reivindicaciones de 
la clase de trabajadores, pues significa la recuper~ 
ci6n, aunque paulatina, de la plusval(a que constitu 
ye los ingresos del Estado a través de las Institu-:: 
cienes Descentralizadas,empresas y otras forrnas­
de organizaci6n paraestatal • 
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Ahora bien, hasta dónde pueden llegar -
los trabajadores del Sector Paraestatal sin que 
ellos signifique que se lesionan los :intereses de la 
comunidad seguramente no hay un criterio que nos 
pueda responder esta pregunta, pues es necesario -
atender tanto. las necesidades material es y mora- -
les de los trabajadores como de la población del Es 
tado. Lo que si se puede decir es que, desaparece 
rá toda forma de explotaci6n por parte del Estado,­
cuando se haya producido el cambio radical de las­
estructuras econ6micas, de tal manera, que el tra­
bajo de los miembros de la comunidad que ya será 
clase, pues las clases habrán desaparecido, será en 
beneficio de la misma y no habrá explotadores y 
explotados. 

El Derecho Mexicano del Trabajo, por -
lo pronto es el único instrumento jurfüico en el - -
mundo, que en manos de los trabajadores busca la 
realizaci6n de la reivindicaci6n, es decir, de la re 
cuperaci6n por parte de los trabajadores de la plus 
val ra de la que seguramente se han apoderado los = 
capitalistas, por lo que se puetle asegurar, que el 
Derecho del Trabajo de nuestro país es el único - -
que procura efectivamente, dentro de todo el con- -
cierto de las naciones, una autént i.ca justicia social, 
lo que, recordando a José Dávalos Morales (57), -

(57) Dávalos Morales, José. "Grandiosidad del De­
recho Mexicano del Trabajo, Tesis 1969". 



74 

nos enseña la "Grandiosidad del Derecho del Traba­
jo" . 

Para conclUl.r agreguemos solamente que, 
el régimen jur(dico de los trabajadores del Sector­
Paraestatal, con base en el apartado "A" del artíc~ 
lo 123, es muy superior al del resto de los trabaja 
dores al servicio del Estado, y que, más aún si --= 
consideramos que, desde el punto de vista de la s~ 
guridad social, se encuentra incorporada al Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado 
res al Servicio del Estado, debido a disposiciones 

ºexpresas del legislador o a decretos debidos al e.­
Presidente de la República, sin embargo insistimos, 
el Poder Ejecutivo insiste, de manera incomprensi­
ble, remitiendo la soluci6n de los conflictos labora­
les de este Sector de Trabajadores al Tribunal Fe 
deral de Concili.aci6n y Arbitraje y por lo tanto, --= 
queriendo regular dichas relaciones por el apartado 
"B" del artículo 123. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. La determinaci6n de lo. que sea la Ad-­
ministración Pública se encuentra en ple 
na discusión, no obstante nos adherimo; 
a la definici6n del Dr. Serra Rojas, la 
cual se descompone en tres elementos, a 
saber: a) La estructura y organizaci6n -
del Poder Ejecutivo, b) La funci6n que -
le compete al Poder Ejecutivo en virtud 
de la División de Poderes, y c) una fin~ 
l idad que justifica su existencia, su es­
tructura y organización y las funciones -
que le competen. En esta virtud la defi 
nición queda como sigue: "La Administra 
ci6n Pública es una organización que tie 
ne a su cargo la acción cont(nua encamT 
nada a la satisfacción de las necesidades 
de interés público, con elementos tales­
como: un personal técnico preparado, un 
Patrimonio adecuado y mediante procedí 
mientos administrativos idóneos o con el 
uso, en caso necesario, de las prerroga 
tivas del Poder Público que asegure el= 
interés estatal y el de los particulares". 

SEGUNDA. Entendemos por Servicio Público, en el 
sentido del Dr. Trueba Urbina; a la "a~ 
tividad di recta del Estado o confiada por 
éste a los particulares para satisfacer ~ 
necesidades colectivas o de inter€s gene­
ral, sin distinción de personas o clases 



- ... ~--- -- - ,..._ -.--'-

77 

que componen la comunidad". 

TERCERA. El Poder Ejecutivo es solamente una par 
te del Gobierno del Estado (Poder Púbt[ · 
co), el cual se encu·entra depositado eri -

una per-sona que se llama Presidente de 
la República • 

CUARTA. El Poder Ejecutivo se integra por los -
Secretarios y .Jefes de Departamentos de 
Estado a cuyo cargo está la Administr-a­
ción Central y, por Directores, Geren­
tes, etc. de la Administraci6n Descentra 
lizada. 

QUINTA. Los Organismos Descentralizados son -­
personas morales de Derecho Público -
e readas por el Estado a través del Po­
der Legislativo; sin embargo, existe la 
costumbr-e anticonstitucional de crearlos · 

. Por el Ejecutivo a través de. Decretos . -
Administrativos. 

SEXTA. La creación administrativa_ de Organis-­
mos del Sector Paraestatal es un vicio 
que con lleva una propensión grave al. - . 
despotismo y que debe ser corl"egida. 
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SEPTIMA. La única forma de Oescentral izaci6n que 
existe es la denomin.;;.da como 11 por Ser­
vicio", no así las llamadas por colabora 
ci.6n y i:or Regi.6n. ·· La primera es una:: 
actividad de particulares que no buscan 
la real izaci6n de una funci6n o Servicio 
Público, sino la sattsfe..cción de sus nece­
sidades y la protección de sus intereses· 
sectoriales. La segunda es solamente -
una descentral izaci6n ;Jol ítica pero no ad 
ministrativa. 

OCTAVA. El régimen Jurídico Laboral del Sector 
Paraestatal ha planteado el problema de 
determinar ClJál f;!S el apartado del artí­
culo 123 que rige las relaciones de este 
Sector can sus trabajadores. 

NOVENA. Los argumentos en favor del apartado -
"8 11 nos parecen insosteniblemente, pues 
parten de una interpretación que, no sien 
do absurda y J por el cc:ntrario, cient(fi= 
camente cierta, no obstante contrata rían 
una disposici6n expresa de la Cor.ist:itu- -
ci6n, que es el apartado "A en su frac 
ción XXXI. 

DECIMA, Es aplicable el apartado "A11 del art(culo 
123 Constitucional por las siguientes ra­
zones: 
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1 .- En toda la Constituci6n únicamente -
se hace referencia a la descentrali 
zaci6n en la fracci6n XXXI del apar 
tado 11A 11 del a rt(culo 123, y eso cOñ 
moti.ve de la determinación de que -
sean las autoridades Federales del 
Trabajo las que decidan los confl ic­
tos surgidos con motivo de las rel~ 
cienes laborales entre el Sector Des 
centralizado y sus trabajadores, y 

2 .- La empresa del Estado y dentro de­
ellas los Organismos Descentraliza­
dos, real izan actividades de empre­
sa privada con excepción de las in~ 
tituci.ones de asistencia y de enseña.!' 
za superior, pero que son, por otro 
lado, auténticos servicios públicos, 
lo que produce que obtengan recur.-­
sos igual que una empresa privada; 
la diferencia existente es que, el 
destino de esos fondos es el inc re-­
mento de servicios públicos y socia 
les. 

DECIMA PRIMERA. En esta virtud, por las dos r?-_ 
zones expuestas, es que las relaciones~ 
laborales entre el Sector Paraestatal, y 
sus Servidores deben ser reguladas 
por el apartado "A" del artículo 123 y -
la Ley Federal del Trabajo, independie~ 
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temente que en lo relativo a la Seguri-­
dad Social se encuentren, bien por dis­
posiefón expresa de la Ley que cree a -
dichos organismos o por el Decreto Ad­
ministrativo del Presidente de la Repúbli 
ca que, aunque inconstitucionalmente los 
crea también, establezca que se incorp~ 
re11 al Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales Para los Trabajadores al Servi 
cío del Estado. 

·üEC!MA SEGUNDA. Es aplicable, Para comprender 

mejor este problema de elección entre -
un apartado y otro del artículo 123, la -
leería del Dr. Trueba Urbina, la que· -
nos envía al sentido de la conclusión p~ cedente. 
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